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RESUMEN 



Resulta una tarea compleja, investigar en forma significativa la comprensión del fenómeno 
social de la delincuencia, violación de derechos, entre otros, los cuales aquejan a las 
personas de nuestro país, para ofrecer soluciones de cómo se debe abordar la misma con 
propuestas que contribuyan a erradicar todos aquellos actos que llevan aparejada la 
comisión de un hecho delictivo y que son necesarias ante el hecho, de que no existen en 
nuestra sociedad actual. 


En el capítulo I se incluye el estudio del derecho penal, su evolución histórica, definición, 
características, escuelas, naturaleza jurídica del mismo y su relación con otras disciplinas 
jurídicas. 

En el capítulo II se estudia el Proceso Penal en Guatemala, historia, garantías procesales, 
clasificación de la acción penal y los sujetos que intervienen en el mismo. 

El capítulo III incluye el estudio de la víctima y el delito, su respectiva definición, historia, 
elementos y las teorías que explican la comisión del delito. 

El capítulo IV tiene como componente el análisis jurídico del Instituto para la Asistencia y 
Atención a la Víctima del Delito, incluye generalidades de la protección a la víctima y la 
propuesta de funcionamiento del Instituto de la Victima con sus componentes de 
asistencia jurídica, psicológica, médica, entre otras. 
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ÜSIXES; 





1. INTRODUCCIÓN 

En la sociedad guatemalteca, a diario se vive un clima de incertidumbre, ya que por 
diferentes razones conocidas y desconocidas todos estamos expuestos a ser víctimas de 
diferentes tipos de delitos, no existe una edad que evite ser víctima de algún tipo de 
delito, en este ambiente se ven incluidos desde los más pequeños hasta las personas de 
la tercera edad, es preocupante ya que en el riesgo de ser víctima de delitos, se ven 
incluidos incluso las personas que están por nacer, desde que se encuentran en 
formación en el vientre de su madre, los no nacidos, ya que aunque no reciban el daño 
directo, los trastornos psicológicos pueden afectarlos ya cuando ven la luz de la vida y en 
el peor de los casos, son ellos el blanco del delito, desde la concepción. 

La respuesta por parte del Estado a cómo abordar esta problemática no sólo debe ser 
buscando aplicar un castigo al agresor, tiene que ser holística y fundamentalmente, 
buscar la ayuda idónea que verdaderamente ofrezca soluciones al abuso y violencia que 
sufren tanto hombres, mujeres, personas de la tercera edad, adolescentes, niños y niñas 
que muchas de las veces es devastadora, salidas alternas a través de la asistencia lúdica, 
terapia emocional, ayuda económica y fundamentalmente un Instituto que se preocupe 
por ellos. 

Resulta irrisorio considerar que una sociedad que se auto reconoce como civilizada y que 
tiene como fundamento precisamente a la familia, la cual es su cimiento, en el seno de la 
misma se de la comisión de delitos, por esta razón es que el Instituto para la Asistencia y 
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Atención a la Víctima del Delito, sea la institución encargada de sacar del 
que se encuentran las víctimas, eliminar la indiferencia y apatía por parte de 
juntos ofrezcan soluciones prácticas, reales y objetivas a toda persona víctima de delitos. 

Es el caso del Instituto para la Asistencia y Atención a la Víctima del Delito, que estimo 
urgente su funcionamiento para que quienes padecen de todo tipo de delitos y con ello 
puedan recibir la ayuda y atención necesaria, no sólo para paliar la emergencia que en su 
momento afrontan, sino para que a través del mismo verdaderamente se pueda ofrecer 
una asistencia interdisciplinaria, que si bien es cierto no va a erradicar en forma definitiva 
las secuelas psicológicas, en la manera que sea lo más objetiva e integral posible, 
contribuirá a minimizar sus efectos. 

Por otra parte, el abordaje de esta ayuda que se debe brindar a las víctimas de cualquier 
tipo de delito por parte del personal del Instituto de la Victima, no es tarea únicamente de 
psicólogos, terapeutas, médicos o abogados, ya que, en el proceso de recuperación, tiene 
mucho que hacer la sociedad como tal, si verdaderamente quiere involucrarse y no ser 
encubridora y tolerante. El hecho de que el interés y los estudios se centren en brindar la 
ayuda necesaria para las víctimas de delitos a nivel nacional; como internacionalmente se 
presione para atenderlas a través de políticas públicas, es algo motivante y que a la 
postre indica que sí puede abordarse la implementación de Institutos por parte del Estado 
con programas que ofrezcan asistencia personalizada a las víctimas y como en este caso 
el Instituto para la Asistencia y Atención a la Víctima del Delito, es el encargado. 
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CAPÍTULO I 

2. El Derecho Penal 

El Derecho penal es de mucha utilidad en nuestra sociedad guatemalteca, ya que, 
perteneciendo a la rama del derecho público, ayuda a proteger a las personas de otras 
personas, esto se logra porque el Congreso de la República de Guatemala ha legislado 
todas aquellas conductas contrarias al derecho y que sus principales objetivos se centran 
en dañar los bienes privados o la vida de las personas. 

2.1. Definición 

“El Derecho Penal surge para regular la conducta humana y mantener el orden jurídico, 
por medio de la protección social contra el delito. Suele entenderse el Derecho Penal en 
forma bipartita, desde el punto de vista subjetivo y desde el punto de vista objetivo. 

Desde el punto de vista subjetivo (Jus Puniendi): es la facultad de imponer penas que 
tiene el Estado como único ente soberano. Es el derecho del Estado a determinar los 
delitos, señalar, imponer y ejecutar las penas correspondientes o las medidas de 
seguridad en su caso. Si bien es cierto la potestad de penar no es un simple derecho, 
sino un atributo de la soberanía estatal, ya que es al Estado con exclusividad a quien 
corresponde esta tarea, ninguna persona, puede arrogarse dicha actividad que viene a 
ser un monopolio de la soberanía de los Estados. 
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Desde el punto de vista objetivo (Jus Poenale): es el conjunto de normas 
penales que regulan la actividad punitiva del Estado, que determinan en abstra 
delitos, las penas y las medidas de seguridad, actuando a su vez como un dispositivo 
legal que limita la facultad de castigar del estado, a través del principio de legalidad, de 
defensa o de reserva que contiene nuestro Código Penal en su artículo 1 Q . (Nullum 
Crimen, Nulla Poena Sine Lege), y que se complementa con el artículo 7 °. del mismo 
Código (exclusión de analogía).” (De León y De Mata, s.f). 


A lo largo de la historia muchos autores han estudiado el Derecho Penal, dando las 
siguientes definiciones: 


“El Derecho Penal trata las conductas conminadas con pena en cuanto a sus 
presupuestos y consecuencias. (C. Roxin. Derecho Penal, p. 44). 

Derecho Penal es el conjunto de reglas jurídicas establecidas por el Estado, que asocian 
al crimen como hecho, la pena como legítima consecuencias. (Franz Von Liszt. Tratado 
de Derecho Penal Alemán). 

Es el conjunto de prescripciones jurídicas que desvaloran y prohíben la comisión de 
delitos y asocian a estos, como presupuestos, pena y/o medidas de seguridad, como 
consecuencias jurídicas (Santiago Mir Puig, Derecho Penal). 
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Derecho Penal es la parte del derecho compuesta por un conjunto de normas 
sanción retributiva. (Sebastián Soler. Derecho Penal Argentino). 

Derecho Penal es el conjunto de leyes mediante las cuales el Estado define los delitos, 
determina las penas imponibles a los delincuentes y regula la aplicación concreta de las 
mismas a los casos de incriminación. (Raúl Carrancá y Trujillo. Derecho Penal Mexicano). 

Zaffaroni, Alagia, y Slokar, estiman que el Derecho Penal es una rama de saber jurídico 
que mediante la interpretación de leyes penales propone a los jueces un sistema 
orientador de decisiones que contiene y reduce el poder punitivo, para impulsar el 
progreso del Estado Constitucional de Derecho (Derecho Penal, parte general 2000).” (De 
León y De Mata, s.f. págs. 4 y 5). 

“Es importante observar técnicamente, una diferencia entre el “Derecho Penal” y la 
“Ciencia del Derecho Penal”, y se hace precisamente delimitando su contenido. Mientras 
que el Derecho Penal se refiere a un conjunto de normas jurídico-penales creadas por el 
Estado para determinar los delitos, las penas y las medidas de seguridad; la Ciencia del 
Derecho Penal se refiere a un conjunto sistemático de principios, doctrinas y escuelas, 
relativas al delito, al delincuente, a la pena y a las medidas de seguridad. 

La ciencia del Derecho Penal (que comprende al Derecho Penal desde el punto de vista 
filosófico, buscando su razón de ser) es una disciplina eminentemente jurídica, sin 
embargo, al estudiar el delito no debe hacerlo únicamente como “ente jurídico”, como una 
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manifestación de la personalidad del delincuente; y al estudiar la pena no debe 
únicamente como una sanción retributiva para mantener la tutela jurídica o resta' 
orden jurídico perturbado (error que también se señala a los clásicos), sino también como 
un medio de defensa social, incluyendo el estudio de las medidas de seguridad para la 
prevención del delito y la rehabilitación del delincuente.” (De León y De Mata, s.f.). 


2.2. Evolución Histórica 


Se ha dicho que el Derecho Penal es tan antiguo como la humanidad misma, ya que son 
los hombres los únicos protagonistas de esta disciplina, de tal manera que las ideas 
penales han evolucionado a la par de la sociedad. Todas las expresiones humanas de 
algún significado social, surgen en la vida de relación, en la convivencia humana, en el 
trato diario de unos con otros es al entrar en relación unos con otros que se exterioriza la 
conducta del ser humano, y es a través de la manifestación de su conducta que el hombre 
realiza acciones y omisiones que le permiten expresarse, es decir, actúa o se abstiene de 
actuar según su voluntad, estas acciones y omisiones cuando son ofensivas, cuando no 
son socialmente relevantes, son aceptadas y permitidas por el Estado en cuanto que no 
se lesionan ni ponen en peligro un bien jurídico tutelado; sin embargo, cuando estas 
acciones u omisiones dañan o ponen en peligro un interés jurídicamente tutelado, son 
reprobadas y reprimidas por el Derecho Penal, en nombre del Estado y de una sociedad 
jurídicamente organizada, como la nuestra. El Derecho Penal funciona, en general, como 
sistema tutelar de los valores más altos, ello es, interviene solamente ante la vulneración 
de valores que una sociedad, en un momento dado, reputa fundamentales (Soler, 1970: 
20 ). 
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En el devenir histórico de las ideas penales, la función de castigar ha tenido 
fundamentos en diferentes épocas y la mayor parte de tratadistas para su análisis las han 
planteado de la manera siguiente: 

2.2.1. Época de la venganza privada 

Se afirma que, en los primeros grupos humanos, cuando el poder público (poder estatal) 
no existía o no poseía aun el vigor necesario para imponerse a los particulares, la función 
penal revestía el aspecto de una venganza; la venganza particular entonces se ha tomado 
como el inicio de la retribución penal, aunque no se trate de un sistema penal en sí, sino 
de una forma de manifestación individual. Si pensamos, dice Bernardino Alimena 
(1915.97) que el protoplasma irritado reacciona, si pensamos que todo animal ofendido 
tiene instintivamente a reaccionar, nos vemos obligados a pensar que la primera forma y 
la primera justificación de aquella función que hoy llamamos, justicia penal debe de haber 
sido por necesidad de las cosas, la venganza. 

La época de la venganza privada es la época bárbara, puesto que se accede al impulso 
de un instinto de defensa, ante la reacción provocada por un ataque que se considera 
injusto. Como en dicha época no se encontraba organizado el Estado, los individuos que 
se sentían ofendidos en sus derechos acudían a una defensa individual y cada quien se 
hacía “justicia” por su propia mano; esto dio origen -dice Cuello Calón- a graves males, a 
sangrientas guerras privadas que produjeron el exterminio de numerosas familias, ya que 
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los vengadores al ejercitar su derecho no reconocían limitación alguna y cau 
ofensor o a su familia todo el mal posible. Las perniciosas consecuencias de una 
limitada, fueron atenuadas por la Ley del Talión, según la cual no podía devolverse al 
delincuente un mal mayor que el inferido a su víctima -ojo por ojo, diente por diente- 
reconociendo así el grupo o la colectividad que el ofendido sólo tenía derecho a una 
venganza de igual magnitud al mal sufrido; de tal manera que no toda venganza puede 
estimarse como antecedente de la represión penal moderna, sólo tiene relevancia como 
equivalente dula pena actual la actividad vengadora que contaba con el apoyo de la 
colectividad misma, mediante la ayuda material y el respaldo moral hacia el ofendido, 
reconociendo su derecho a ejercitarla. 

2.2.2. Época de la venganza divina 

Es la época teocrática, se sustituye la voluntad individual del vengador por una voluntad 
divina a la que corresponde la defensa de los intereses colectivos lesionados por el delito. 
La justicia penal se ejercita en el nombre de Dios, los jueces juzgan en su nombre 
(generalmente eran sacerdotes, los que representando a la voluntad divina administraban 
justicia), y las penas se imponían para que el delincuente expíe su delito, la divinidad 
deponga su cólera. Es el espíritu del Derecho Penal del antiquísimo pueblo hebreo. 
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2.2.3. Época de la Venganza Pública 

Se deposita en el poder público la representación de la vindicta social respecto de la 
comisión de un delito. El poder público (representado por el Estado), ejerce la venganza 
en nombre de la colectividad o de los individuos cuyos bienes jurídicos han sido 
lesionados o puestos en peligro. La represión penal que pretendía mantener a toda costa 
la tranquilidad pública, se convirtió en una verdadera venganza pública que llegó a 
excesos, que caracterizan el procedimiento punitivo de la Edad Media con la aplicación de 
penas inhumanas y totalmente desproporcionadas con relación al daño causado, la pena 
era sinónimo de tormento y se castigaba con severidad y crueldad, aún hechos que hoy 
día son indiferentes como los delitos de “magia y hechicería” que eran juzgados por 
“tribunales especiales” con rigor inhumano, esta etapa constituye uno de los episodios 
más sangrientos del Derecho Penal europeo, especialmente en los siglos XV a XVIII 
(Cuello Calón, 1957: 56). 

Al respecto el autor precitado, comenta que, para luchar contra la criminalidad 
desbordante de aquellos tiempos, el poder público no vacilo en aplicar las penas más 
crueles, la muerte acompañada de formas de agravación espeluznante, las corporales 
consistentes en terribles mutilaciones, las infamantes, las pecuniarias impuestas en forma 
de confiscación. La pena para ciertos delitos trascendía a los descendientes del reo y ni 
la tranquilidad de las tumbas se respetaba, pues se desenterraban los cadáveres y se les 
procesaba; reinaba en la administración de justicia una completa desigualdad, mientras a 
los nobles y a los poderosos se les imponían las penas más suaves y eran objeto de una 
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protección eficaz, para los plebeyos y los siervos se reservaban los castigos má 
su protección era en muchos casos tan solo una caricatura de la justicia, y por 
dominaba una completa arbitrariedad, los jueces y tribunales tenían la facultad de 
imponer penas no previstas en la ley, incluso podían incriminar hechos no penados como 
delitos. 


2.2.4. Período humanitario 


La excesiva crueldad de la época de la venganza pública dio como resultado un 
movimiento a favor de la humanización solo de las penas sino del procedimiento penal, 
toda vez que en la época de la venganza publica se iniciaron las torturas, los calabozos y 
toda clase de tormentos con la finalidad de castigar y obtener confesiones. La etapa 
humanitaria del Derecho Penal comienza a fines del siglo XVIII con la corriente intelectual 
del “lluminismo” y los escritos de Montesquieu, DÁlambert, Voltaire y Rousseau, pero es 
indiscutible y aceptado unánimemente que su precursor fue el milanés César Bonnesana, 
el Marqués de Beccaria, que en el año 1764 (a la par se gestaba la Revolución Francesa 
con la Filosofía lluminista), publicó su famosa obra denominada Dei Delliti e Delle Pene 
(De los delitos y de las penas), en la cual se pronunció abiertamente contra el tormento de 
la pena para castigar los delitos cometidos; el fin de las penas dijo, no es atormentar y 
afligir a un ente sensible, ni deshacer un delito ya cometido, el fina no es otro que impedir 
al reo causar nuevos daños a sus ciudadanos, y retraer a los demás de la comisión de 
otros iguales, luego deberán ser escogidas aquellas penas y aquel método de imponerlas 
que guardada la proporción hagan una impresión más eficaz y más durable sobre los 
ánimos de los hombres y la menos dolorosa sobre el cuerpo del reo. El tormento resulta el 
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medio más eficaz para absolver a los robustos malvados y condenar a I 
inocentes. 



Beccaria, se ha dicho, escribió en aquella época un alegato en definitiva contra el 
tormento de las penas, aún se recuerdan sus palabras: “Que en derecho sino el de la 
fuerza será el que da potestad al Estado para imponer pena a un ciudadano mientras se 
duda si es reo o es inocente”. 


Considero que la pena es tanto más justa y útil cuanto más pronta y más vecina al delito 
cometido se encuentre; es más justa porque evita en el reo los inútiles y fieros tormentos 
de la incertidumbre que crece con el vigor de la imaginación y la propia flaqueza, y es más 
útil porque cuando es menor la distancia de tiempo que pasa entre la pena el delito, tanto 
es más fuerte y durable en el ánimo la asociación de las ideas, delito y pena, de tal modo 
que funcionan el uno como causa la otra como efecto consiguiente y necesario. Desde 
que Beccaria pronunció su primera palabra humanitaria -dice Guillermo Cabanellas-, han 
transcurrido más de dos siglos y sin embargo, sus ecos permanecen aun vibrando, quizá 
ahora con acentos más firmas como si desde entonces no hubiera habido otro grito más 
fuerte en las etapas frías en las que hasta entonces militaban las sanciones contra el 
delito (Cuevas del Cid, 1954). 

De esta manera pues, la brillante obra del noble milanés de Beccaria, se ha dicho, tiene 
mérito de haber cerrado un capítulo del Derecho Penal, que podríamos pensar fue el 
primero y que le han llamado “antiguo”, y de abrir otro de los especialistas han 
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denominado “Edad de Oro del Derecho Penal”, a esto hay que agregar que 
Florián dio a Beccaria la gloria de haber elevado a la dignidad de Ciencia al 
Penal, ya que hasta esa época aún no podía hablarse de un verdadero Derecho Penal 
científico.” (De León y De Mata, s.f.). 

2.2.5. Etapa Científica 

“En esta época el derecho penal se le caracteriza por ser una disciplina desarrollada, 
además varios tratadistas consideran la labor que realiza de manera independiente y 
autónoma, el cual cuyo objetivo era el estudio del delito y de la pena desde el punto de 
vista estrictamente jurídico. Uno los principales exponentes protagonista o exponente fue 
Francisco Carrara. 

2.2.6. Época Moderna 

Aquí el derecho penal se considera una disciplina jurídica, para tratar los problemas 
relativos al delito, al delincuente, a las penas, y las medidas de seguridad, mientras que 
las ciencias penales o criminológicas, que tiene el mismo objeto de estudio, lo deben 
hacer desde el punto de vista antropológico y sociológico. El cual carios tratadistas y 
penalistas consideran que el derecho penal debe suscribirse con alguna exclusividad a lo 
que se le denomina dogmática jurídica-penal.” (Cifuentes, 2012.) 
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2.3. Características 

Las características del Derecho Penal, son de mucha utilidad, porque al conocerlas de 
esa forma podremos comprenderlo mejor; las principales son las siguientes: 

“a. Es una ciencia social y cultural: Atendiendo a que el campo del conocimiento 
científico aparece dividido en dos clases de ciencias: las ciencias naturales por un lado y 
las ciencias sociales o culturales por el otro, se hace necesario ubicar a nuestra disciplina 
en uno de ambos campos, ya que los dos tienen características distintas, así por ejemplo: 
en las ciencias naturales el objeto de estudio es “pico-físico”; mientras en las ciencias 
sociales es el producto de la voluntad creadora del hombre; el método de estudio de las 
ciencias naturales es “experimental” mientras en las ciencias sociales o culturales es 
“racionalista”, “especulativo” o “lógico abstracto”; en las ciencias naturales la relación 
entre fenómenos es “causal”; mientras que en las ciencias sociales o culturales es 
“teológica”; las ciencias naturales son ciencias del Deber Ser, de tal manera que el 
Derecho Penal, es una ciencia social, cultural o del espíritu, debido a que no estudia 
fenómenos naturales enlazados por la causalidad, sino regula conductas en atención a un 
fin considerado como valioso; es pues, una ciencia del deber ser y no del ser. 

b. Es normativo: El Derecho Penal, como toda rama del Derecho, está compuesto por 
normas (jurídlco-penales), que son preceptos que contienen mandatos o prohibiciones 
encaminadas a regular la conducta humana, es decir, a normar el “debe ser de las 
personas dentro de una sociedad jurídicamente organizada. 
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c. Es de carácter positivo: Porque es fundamentalmente jurídico, ya que el 
Penal vigente es solamente aquél que el Estado ha promulgado con ese carácter. 

d. Pertenece al Derecho Público: Porque siendo el Estado único titular del Derecho 
Penal, solamente a él corresponde la facultad de establecer delitos y las penas o medidas 
de seguridad correspondientes. El Derecho Penal es indiscutiblemente Derecho Público 
Interno, puesto que el establecimiento de sus normas y su aplicación, está confiado en 
forma exclusiva al Estado, investido de poder público. La represión privada sólo puede 
considerarse como una forma histórica definitivamente superada. (Cuevas Del Cid. 1954). 

e. Es valorativo: Se ha dicho que toda norma presupone una valoración (el Derecho 
Penal es eminentemente valorativo), y a decir del profesor argentino Sebastián Soler, esta 
cualidad de toda norma es particularmente manifiesta en las leyes penales, ya que 
carecerían de todo sentido las amenazas penales si no se entendiera que mediante ellas 
son protegidos ciertos bienes e intereses jurídicamente apreciados. Es decir, que el 
Derecho Penal está subordinado a un orden valorativo en cuanto que califica los actos 
humanos con arreglo a una valoración; valorar la conducta de los hombres es tarea 
fundamental del juez penal. 

f) Es finalista: Porque siendo una ciencia teleológica, su fin primordial es resguardar el 
orden jurídicamente establecido, a través de la protección contra el crimen. La ley dice 
Soler, regula la conducta que los hombres deberán observar con relación a esas 
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realidades, en función de un “fin” colectivamente perseguido y de una valoración 
hechos. 

g. Es fundamentalmente sancionador: El Derecho Penal se ha caracterizado, como su 
nombre lo indica, por castigar, reprimir, imponer una pena con carácter retributivo a la 
comisión de un delito, y así se hablaba de su naturaleza sancionadora, en el entendido 
que la pena era la única consecuencia del delito; con la incursión de la Escuela Positiva y 
sus medidas de seguridad, el Derecho Penal toma un giro diferente (preventivo y 
rehabilitador), a pesar de ello, consideramos que mientras exista el Derecho Penal, no 
puede dejar de ser sancionador porque jamás podrá prescindir de la aplicación de la 
pena, aun cuando existan otras consecuencias del delito. 

h. Debe ser preventivo y rehabilitador: Con el aparecimiento de las aún discutidas 
“medidas de seguridad”, el Derecho Penal deja de ser eminentemente sancionador y da 
paso a una nueva característica, la de ser preventivo, rehabilitador, reeducador y 
reformador del delincuente. Es decir, que además de sancionar, debe pretender la 
prevención del delito y la rehabilitación del delincuente.” (De León y De Mata, s.f. págs. 
12 - 13 ). 

2.4. Naturaleza Jurídica 

“Cuando inquirimos sobre la naturaleza jurídica del Derecho Penal, tratamos de averiguar 
el lugar donde éste nace y la ubicación que tiene dentro de las distintas disciplinas 
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jurídicas, y así cabe preguntarnos: si pertenece al Derecho Privado, ai Derech 
si pertenece al Derecho Social, que son los tres escaños en que se le ha 
ubicar. 

El hecho que algunas normas de tipo penal o procesal penal, puedan dar cierta 
intervención a los particulares en las sustanciaciones del proceso o en la iniciación del 
mismo por la clase de delito que se trate (instancia de parte interesada por ser delito 
privado, el perdón del ofendido y el sobreseimiento el proceso en ciertos delitos privados), 
no es ninguna justificación válida para pretender situar al Derecho penal dentro del 
Derecho Privado; la venganza privada como forma de reprimir el delito, dejando a los 
particulares hacer su propia justicia, ha sido formalmente desterrada del Derecho Penal 
Moderno, y si bien es cierto que aún pueden darse algunos casos en nuestro medio, esto 
no solo es ilegal sino absurdo en una sociedad civilizada y jurídicamente organizada, 
donde solamente al Estado corresponde determinar los delitos y donde solamente al 
Estado corresponde determinar los delitos y establecer las penas o medidas de 
seguridad. La intervención de los particulares en la ejecución de la pena, es en los libros 
tan solo un recuerdo histórico de las formas primitivas de castigar. 

Algunos tratadistas, en época reciente y amparados por las novedosas corrientes de la 
defensa social contra el delito, han pretendido ubicar al Derecho Penal dentro del 
Derecho Social, sin embargo, tampoco se ha tenido éxito. El Derecho Penal es una rama 
del Derecho Público Interno que tiende a proteger intereses individuales y colectivos, la 
tarea de penar o imponer una medida de seguridad es una función típicamente pública 
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que solo corresponde al Estado como expresión de su poder interno produc 
soberanía, además de que la comisión de cualquier delito (privado, público 
genera una relación directa entre el infractor y el Estado que es el único titular del poder 
punitivo, en tal sentido, consideramos que el Derecho Penal sigue siendo de naturaleza 
jurídica pública. 


Es necesario indicar, que la relacionada distinción entre Derecho Público y Privado, es en 
la actualidad, puramente referencial, pues en la práctica, hay muchas actividades del 
Derecho Privado que se ven inmersas en el Derecho Público y viceversa, al extremo que 
se piensa que la gran polaridad entre lo público y privado, existente en la época de 
filósofos del Derecho como G. Radbruch, se encuentra por lo menos en crisis.” (De León y 
De Mata, s.f.). 


2.5. Escuelas 


2.5.1. Escuela Clásica o Liberal 


El primer representante de esta escuela es Francisco Carmignani. Su obra Elementos de 
Derecho Criminal propone un sistema de derecho penal derivado de la razón, siendo uno 
de los primeros en trazar un sistema científico del derecho penal en lengua no germana. 

Siguiendo a Carmignani, pero superándolo, aparece en el escenario de la escuela liberal 
Francesco Carrara, conocido como el Maestro de Pisa. En su Programa del Corso di iritto 
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Crimínale, 1859 la construcción del sistema de derecho penal alcanza 
depuración técnica, tanto que cuando muere Carrara se empieza a visualizar 
de demolición del derecho penal liberal. 

2.5.2. Positivismo 

Ante los avances de la ciencia y el afán por superar el Estado Liberal no intervencionista, 
buscando afrontar su ineficacia respecto al nuevo crecimiento de la criminalidad, nace el 
positivismo. 

Su idea es que la lucha contra la criminalidad debe hacerse de una forma integral 
permitiendo la intervención directa del Estado. Las mayores críticas contra los autores 
positivistas radican en el olvido de las garantías individuales, ya que su foco es la 
peligrosidad social del delincuente. 

Escuela Positivista Italiana: su fundador fue César Lombroso quien cambió el enfoque del 
delito como ente jurídico para dirigirlo hacia el delincuente como hecho observable. 
Lombroso escribió L"uomo delinquente en 1876, colocando al delincuente como 
fenómeno patológico, respecto del cual sostiene la existencia de una predisposición 
anatómica para delinquir, por lo que afirma la existencia de un delincuente nato por una 
malformación en el occipital izquierdo. 

Para Lombroso el que delinque es un ser que no ha terminado su desarrollo embriofetal. 
Lombroso no era un jurista, por lo que Enrico Ferri será quien le de trascendencia jurídica 
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a las teorías de Lombroso. Ferri rotula como delincuente nato al L"uomo delinq 
Lombroso. 

El punto central de Ferri es que para su positivismo el delito no es la conducta de un 
hombre, sino el síntoma de un mecanismo descompuesto. El delito es síntoma de 
peligrosidad, por ello la medida de la pena está dada por la medida de la peligrosidad y no 
del acto ilícito. Con el estado peligroso sin delito se quiso limpiar la sociedad de vagos, 
alcohólicos y todo aquel que demostrara peligrosidad predelictual. 

Con Rafael Garófalo se completa el trío positivista italiano, y con él queda demarcada la 
tesis de guerra al delincuente. Con él surge la idea de un delito natural, ya que las 
culturas que no compartían las pautas valorativas europeas eran tribus degeneradas que 
se apartaban de la recta razón de los pueblos superiores, y que eran a la humanidad lo 
que el delincuente a la sociedad. El delito natural sería el que lesione los sentimientos de 
piedad y justicia, que eran los pilares de la civilización occidental. 

2.5.3. El Finalismo. 

El renacimiento del derecho natural en los primeros años de la segunda posguerra 
mundial, era un necesario volver a fundar el derecho penal en límites precisos y 
garantistas. Flans Kelsen con su teoría de las estructuras lógico reales: se trataba de un 
derecho natural en sentido negativo: no pretendía decir cómo debería ser el derecho, sino 
sólo lo que no era derecho. A diferencia del neokantismo, para el cual el valor era lo que 
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ponía orden en el caos del mundo y lo hacía disponible, para el ontologismo wel 
mundo tiene varios órdenes a los que el legislador se vincula por las estructuras M&ícq: 
de la realidad. Según Welzel, cuando se las ignora o quiebra, el derecho pierde eficacia, 
salvo que quiebre la que lo vincula a la estructura del ser humano como persona, en cuyo 
caso deja de ser derecho. 


Como se estableció anteriormente el Derecho penal conforme a las épocas ha ido 
evolucionando y cada sociedad históricamente ha creado y crea sus propias normas 
penales con rasgos y características similares según el bien jurídico que se desee 
proteger y Guatemala no es la excepción, ya que tiene su propia ley que establece las 
sanciones que se le imponen a una persona al momento de cometer un delito.” 
(Cifuentes, 2012, págs. 14-16). 

2.6. Relación con otras disciplinas jurídicas 


En la actualidad el Derecho Penal, para lograr cumplir sus objetivos necesita relacionarse 
con otras ciencias, siendo las siguientes: 


2.6.1. Con el Derecho Constitucional 

“El Derecho Penal como cualquier institución en un Estado de Derecho, debe tener su 
fundamento en la Constitución Política, que señala generalmente las bases y establece 
las garantías a que debe sujetarse el Derecho Penal y éste debe ajustar sus preceptos al 
marco constitucional del Estado; en ese orden de ideas, la abrogación, la derogación y la 
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creación de leyes penales, responde de alguna manera a la organización y a la 
de un Estado en un momento determinado, plasmada en su ley fundamental, 
Constitución de la República. 



El gran cambio en el Derecho Constitucional contemporáneo ha sido en la mayoría de 
países la constitucionalización de todas las ramas del Derecho, entre ellas obviamente el 
Derecho Penal. Todas las ramas del derecho deben verse a partir de la óptica 
constitucional. 


2.6.2. Con el Derecho Civil 


Ambos tienden a regular las relaciones de los hombres en la vida social y a proteger sus 
intereses, estableciendo sanciones para asegurar su respeto. Las establecidas por el 
Derecho Civil son de carácter reparatorio, aspiran a destruir el estado antijurídico creado, 
a anular los actos antijurídicos y a reparar los daños causados por estos actos (Cuello 
Calón, 1957: 13). La sanción penal es retributiva atendiendo a la magnitud del daño 
causado y a la peligrosidad social del sujeto activo. Prueba de la íntima relación entre 
ambos derechos la constituyen aquellos hechos, librados muchas veces al criterio de los 
juzgadores, que fluctúan entre ambos campos, considerados algunas veces como delitos 
y otras veces como infracciones de tipo civil (el daño civil y el daño penal por ejemplo). 
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2.6.3. Con el Internacional 

En la época contemporánea la facilidad de comunicación entre los diferentes países y las 
crecientes relaciones internacionales, son propicias para la comisión de delitos que 
revisten características de tipo internacional, como la trata de personas, falsificación de 
moneda, terrorismo, etc., todo lo cual hace indispensable una mancomunada acción de 
diversos Estados para la prevención y el castigo de estos delitos, surgiendo así una 
legislación penal, creada por acuerdos y tratados internacionales, cuyos preceptos son 
comunes en las distintas legislaciones, dando paso a lo que se ha dado en llamar 
“Derecho Penal Internacional”, que tiene estrecha relación con el Derecho Penal Interno 
de cada país, en temas y problemas que les son propios como el conflicto de leyes en el 
espacio, la extradición, la reincidencia internacional, el reconocimiento de sentencias 
dictadas en el extranjero. 

2.6.4. Con la legislación comparada 

Se refiere al estudio, análisis y comparación de las legislaciones de diversos países que 
se ha convertido en un medio importante para la reforma de la legislación penal de otros 
países adoptando aquellas leyes e instituciones que mayor éxito han alcanzado en la 
lucha contra la criminalidad. Esto se debe al hecho de que hombres de estudio nacidos en 
aquellas tierras viajan por el mundo, y después vueltos a su patria, introducen las nuevas 
¡deas. (De León y De Mata , s.f.). 
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CAPÍTULO II 

3. El Proceso Penal en Guatemala 

Conocer el trámite del Proceso Penal que se lleva en nuestro país es una tarea 
importante para las personas que habitan el mismo y resulta aún más importante para las 
personas que nos preparamos profesionalmente para ser parte del proceso y con ello 
lograr la correcta aplicación de justicia penal. 

3.1. Historia 

Para lograr la mayor amplitud del conocimiento del Proceso Penal que se ha desarrollado 
en Guatemala, es necesario conocer un poco de su historia, por lo que iniciaremos 
estudiando los diferentes sistemas que se han utilizado. 

A lo largo de la historia, la humanidad ha conocido tres sistemas procesales: El 
Acusatorio, el Inquisitivo y El Mixto. 

Existen tres funciones fundamentales que se realizan en el proceso, estas son: la función 
de acusar, la función de defensa y la función de decisión. Si se imputa a una persona la 
comisión de un delito, alguien tiene que hacer la imputación. Por otra parte, es preciso 
concederle al acusado la oportunidad de defenderse y rebatir la imputación que se le 
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hace. Por último, debe resolverse la situación del imputado, debe 
imponérsele una pena si es culpable, o absolvérsele si es inocente. 

3.1.1. El sistema acusatorio 

Se dice que los antiguos pueblos germanos, son el único ejemplo de un sistema 
acusatorio ciento por ciento puro, un debate caracterizado por la prevalencia de la 
oralidad y la publicidad. En Grecia, ya con un sistema acusatorio popular, la justicia se 
ejercía de cara al pueblo mediante tribunales integrados por ciudadanos honorables y 
prominentes de la localidad, avances que se trasplantarían a la República Romana. 

El sistema se determina de la siguiente forma: 

a) El debate se caracterizó por la prevalencia de la oralidad y la publicidad. 

b) Los tribunales se integraban por ciudadanos honorables prominentes de la 
localidad. 

c) Se consideró que la mejor forma de juzgar consistía en la existencia de dos partes: 
una que llevara la acusación y otra que llevara la defensa. 

d) El juez, asamblea o jurado popular, debía encontrarse como un sujeto supra- 
ordenado con el máximo de imparcialidad para poder examinar las contrapuestas 
posiciones de las partes. 

e) Se busca la igualdad de las partes. 

f) El juez no debe tener iniciativa en la investigación. 
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g) Debía de existir acusación en los delitos públicos; acción popular y en 
privados debía de ser el perjudicado u ofendido. 

h) En relación con los principios de procedimientos debía ser; proceso oral, publico, 
contradictorio y continúo. 

i) La prueba se valoraba según la íntima convicción. 

j) La sentencia produce eficacia de cosa juzgada. 

k) Por último, en relación con las medidas cautelares, la libertad del acusado, es la 
regla general.” (Poroj, 2013). 

3.1.2. El sistema inquisitivo 

Del sistema inquisitivo o también denominado sistema inquisitorio, se pueden apreciar las 
características siguientes: 

a) Es un sistema que nace con la caída del imperio Romano y el fortalecimiento de la 
Iglesia Católica. 

b) Se establece la búsqueda de la verdad como fin principal del proceso penal y como 
medio para obtenerla, la confesión que se sitúa como la reina de las pruebas, al 
lado de los documentos públicos que hacen plena prueba. 

c) Se configuran reglas de apreciación obligatorias para todos los funcionarios 
judiciales, señalándose que hace y que no hace prueba. Es decir, que la prueba se 
valora conforme a un sistema legal y la ley da el valor que debe asignársele. 
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d) Se privilegia la fase de investigación o sumario y el debate queda 
mero acto formal, el pronunciamiento de la sentencia. 

e) El juez debía de ser magistrado o juez permanente. Procedía de oficio a la 
averiguación de un delito y este funcionario lleva a cabo la instrucción y 
subsiguiente acusación. 

f) Los principios del proceso son: secretividad, escritura, y no contradictorio. 

g) Se considera al inculpado como la mejor fuente de conocimiento de los hechos, e 
incluso se le puede obligar a declarar, aun usando medios coactivos. 

h) El juez formula la decisión definitiva, condenando o absolviendo al inculpado. 

i) En relación a la sentencia, no hay cosa juzgada. 

j) Y en relación con las medidas cautelares, el estado de prisión es el criterio general. 

3.1.3. El sistema procesal mixto 

Este sistema se relata que fue adoptado por los países hispanoamericanos, y en este, se 

combinan las características del Acusatorio y del Inquisitivo. 

Las características mínimas que pueden señalarse son las siguientes: 

a) Se cuenta con función dividida, una entidad que acusa, una que defiende y una 
que juzga. 

b) Se tiene una fase escrita en general (preparatoria). 

c) Se tiene una fase oral (debate). 
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d) El sistema de valoración de la prueba, es la íntima convicción. 

e) El juez tiene aún iniciativa en la investigación. 

f) Existe acusación en los delitos públicos; y en los delitos privados debía de ser el 
perjudicado u ofendido. 

g) En relación con los principios de procedimientos existe la oralidad, publicidad y el 
contradictorio. 

h) La sentencia produce eficacia de cosa juzgada. 

i) Por ultimo en relación con las medidas cautelares, la libertad del acusado, es la 
regla general. 

j) El juez debe ser magistrado o juez permanente. 

k) En cuanto a los principios del proceso, algunas partes se mantienen en 
secretividad, y por escrito.” (Poroj, 2013). 

3.2. Garantías Procesales 

Estas garantías las encontramos reguladas en el Decreto 51-92 del Congreso de la 
República de Guatemala, Código Procesal Penal, específicamente en el título I, capítulo I, 
comprendiendo los artículos 1 al 23. 

a. Principio de legalidad 

El artículo 1 y 2 del Código Procesal Penal, guardan estrecha relación, ya que el primero 
establece que no existirá pena sin ley y el segundo regula que no hay proceso sin ley, 
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esto nos indica que las personas no pueden llevar un proceso penal que no 
previamente establecido en las leyes del país y mucho menos pueden ser 
de una pena que no existía antes de la comisión de una conducta contraria a derecho. 

b. Debido Proceso 

“Se refiere a que nadie puede ser juzgado sino conforme a las leyes preexistentes y por la 
imputación de un acto calificado por la ley anterior al hecho como delito o falta, ante 
tribunal competente y con observancia de las formas establecidas en la ley procesal 
penal. Como consecuencia la aplicación del Derecho Penal debe de tener las siguientes 
condiciones: 

1. Que el hecho, motivo del proceso este tipificado en la ley anterior como delito o 
falta. 

2. Que se instruya un proceso, seguido con las formas previas y propias fijadas y con 
observancia de las garantías de defensa. 

3. Que ese juicio se siga ante tribual competente a cargo de jueces independientes e 
imparciales. 

4. Que se trate al procesado como inocente hasta que una sentencia firma declare lo 
contrario. 

5. Que el juez, en un proceso justo, elija la pena correspondiente. 

6. Que el procesado no haya sido perseguido penalmente con anterioridad por el 
mismo hecho.” (Poroj, 2013). 
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Esta garantía del Proceso Penal, la podemos extraer de los artículos 3, 4 y 6 
Procesal Penal. De igual forma dentro artículo 12 de la Constitución Política de la 
República de Guatemala, es donde se implanta el derecho de defensa, como una 
garantía que permite a toda persona nacional o extranjera que lleve un proceso penal 
dentro del territorio guatemalteco, a no ser condenada, sin que antes se le prueben los 
hechos y que la misma tenga oportunidad de defenderse para poder contradecirlos. 

c. Fines del Proceso Penal 

En el contenido del artículo 5 del Código Procesal Penal, reformado por el artículo 1 del 
Decreto 7-2011 del Congreso de la República de Guatemala el cual entro en vigencia el 4 
de julio del 2011, encontramos reflejados alrededor de 5 fines que contiene el Proceso 
Penal, los cuales son los siguientes: 

1. La averiguación de un hecho señalado como delito o falta y de las circunstancias 
en que pudo ser cometido; 

2. El establecimiento de la posible participación del sindicado; 

3. El pronunciamiento de la sentencia respectiva; 

4. La ejecución de la sentencia; 

5. La víctima o el agraviado y el imputado, como sujetos procesales, tienen derecho a 
la tutela judicial efectiva. 
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En la parte final del mismo artículo, se establece que: “El procedimiento, por aplic 
principio del debido proceso, debe responder a las legítimas pretensiones de ambo' 



lo tanto, esta garantía se refiere a la comprobación de ese hecho tipificado como delito o 
falta y la aplicación de la sanción correspondiente para la persona responsable. 


d. Independencia 


En el artículo 7 del Código Procesal Penal encontramos regulado que los jueces gozan de 
total independencia y deben ser imparciales en la tramitación de todo el proceso penal. 
Por su parte el artículo 8 del mismo código establece que el Ministerio Público es 
completamente independiente en la averiguación de un hecho constitutivo como delito. 
Esta garantía procesal es de mucha utilidad ya que asegura a las personas involucradas 
dentro del proceso penal que el mismo se tramitara sin la necesidad de perjudicar a 
ninguna de las partes y por el contrario ambas partes conseguirán imparcialidad. 

e. Acatamiento y fundamentación de las resoluciones 


El artículo 11 del Código Procesal Penal regula que “los sujetos procesales”, deben 
obedecer las resoluciones dictadas por los jueces y solo pueden impugnarlas por los 
medios previamente establecidos en las leyes del país. Mientras que el artículo 11 bis del 
mismo código establece en su primer párrafo “los autos y las sentencias contendrán una 
clara y precisa fundamentación de la decisión, su ausencia constituye un defecto absoluto 
de forma”, en el último párrafo se indica “toda resolución carente de fundamentación viola 
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su decisión al momento de dictar la resolución constituye una garantía para la 


el derecho constitucional de defensa y de la acción penal”. El que los jueces fund 



involucradas dentro del proceso penal. 

f. Obligatoriedad, gratuidad, publicidad e irrenunciabilidad: 

Dentro del proceso penal guatemalteco, los tribunales en la tramitación del proceso penal, 
tienen la obligación de realizar su función enmarcada en las leyes guatemaltecas, además 
su función la deben ejecutar sin ningún cobro, existiendo la publicidad que se cumple en 
las diferentes audiencias del proceso penal, con la cual las personas se dan cuenta si el 
proceso penal se cumple a cabalidad, por ultimo esa misma función debe ser realizable 
sin que los tribunales puedan “renunciar al ejercicio de su función” estas garantías se 
encuentra reguladas en los artículos 12 y 13 del Código Procesal Penal. 

g. Principio de Inocencia 

Esta garantía se encuentra comprendida principalmente en el artículo 14 de la 
Constitución Política de la República de Guatemala y en el artículo 14 del Código 
Procesal Penal, al respecto merece especial atención el comentario de la Corte de 
Constitucionalidad: “... el artículo 14 constitucional reconoce, en su primer párrafo, el 
derecho fundamental de toda persona a la que se impute la comisión de hechos, actos u 
omisiones ilícitos o indebidos a que se presuma su inocencia durante la dilación del 
proceso o expediente No. en el que se conozca la denuncia, y hasta en tanto no se le 
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haya declarado responsable judicialmente en sentencia debidamente ejecutor 
trata, entonces, de una presunción iuris tantum...” Gaceta No. 47, expediente Nd 
97, página No. 109, sentencia: 31-03-98. “Este principio constituye una presunción iuris 
tantum que garantiza a la persona sindicada de ia comisión de un hecho ilícito que no 
podrá sufrir una sanción o pena sin que medie prueba suficiente que demuestre su 
responsabilidad en el hecho penado. Este Tribunal considera que el citado principio en 
nuestra legislación es propio a los procedimientos punitivos, sean del orden administrativo 
o penal.” Gaceta No. 55, expediente No. 276-99, página No. 14, sentencia: 05-01-00. 


h. Única Persecución 


Esta garantía consiste en que ninguna persona puede ser perseguida penalmente más de 
una vez por el mismo ilícito penal, sin embargo, el artículo 17 del Código Procesal Penal, 
establece tres excepciones, las cuales son: 

1) Cuando la primera fue intentada ante un Tribunal incompetente; 

2) Cuando la no persecución proviene de defectos en la promoción o en el ejercicio 
de la misma, y 

3) Cuando un mismo hecho debe ser juzgado por tribunales o procedimientos 
diferentes, que no puedan ser unificados, según las reglas respectivas. 
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i. Cosa juzgada 

“El artículo 18 establece un principio fundamental en Derecho Penal y Procesal Penal, al 
que se ha denominado “cosa juzgada”, este determina que, si un proceso ha sido resuelto 
y la resolución se encuentra firme, no podrá ser abierto de nuevo en contra de la persona 
que fue procesada, dejando a salvo el recurso de revisión, que permite reabrir un proceso 
Incluso en fase de ejecución de la sentencia, siempre y cuando le favorezca al 
condenado. 

j. Continuidad en el proceso 

El Proceso Penal no debe interrumpirse en sus etapas y debe observarse celeridad en el 
mismo, como parte importante para el mejor esclarecimiento del acto cometido. 
Solamente debería de interrumpirse o hacerse cesar en los casos establecidos en el 
artículo 103 del Código Procesal Penal, que establece que un abogado defensor que 
tome un caso, puede pedir se suspenda el debate hasta un máximo de cinco días; o bien 
los casos de suspensión establecidos en el artículo 360 del mismo código, y en los casos 
de rebeldía o incapacidad del acusado, establecidas en los artículos 76, 79 y 361 del 
Código Procesal Penal; o cuando fijada una audiencia, uno de los sujetos procesales 
efectivamente tiene impedimento material para asistir a ella.” (Poroj, 2013). 
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k. Igualdad en el proceso 

En toda sociedad existen dos tipos de personas, hay quienes cuentan con los suficientes 
recursos económicos para contratar a los mejores abogados de su tiempo y por el otro 
lado, encontramos personas que apenas cuentan con el dinero necesario para sobrevivir, 
esta garantía nos asegura que independientemente del tipo de persona que se encuentre 
dentro del proceso penal, serán tratados con igualdad y a todos les serán aplicables los 
derechos y obligaciones que establecen las leyes de nuestro país. 

3.3. Clasificación de la Acción Penal 

Antes de analizar la clasificación que nos ofrece el artículo 24 del Código Procesal Penal, 
es necesario definir la acción penal, de la cual se dice que “es el poder de perseguir ante 
los tribunales de justicia, la sanción de los responsables del delito. Es decir, que la acción 
penal es el medio para hacer valer la pretensión punitiva. Se debe distinguir entre acción 
y pretensión penal. La acción es el poder de hacer valer los requerimientos y solicitudes 
ante el órgano jurisdiccional competente, para decidir una pretensión procesal.” (Poroj, 
2013). 

La clasificación es la siguiente: 

l. “Acción pública; 

2. Acción pública dependiente de instancia particular o que requiera autorización 
estatal; y 

3. Acción Privada” 



34 


3.3.1. Acción penal pública 

Se encuentra regulada en el artículo 24 bis del Código Procesal Penal, este tipo de acción 
es ejercida de oficio por el Ministerio Público en contra de todos los delitos que tenga 
conocimiento, a excepción de los delitos cuya sanción principal sea de multa, delitos 
contra la seguridad de tránsito, dependiente de instancia particular y los de acción 
privada. 

3.3.2. Acción penal pública dependiente de instancia particular 

Este tipo de acción, son los que requieren de una denuncia por parte del o los agraviados, 
quienes buscan que se haga justicia, esa denuncia o querella es la que faculta al 
Ministerio Público para que pueda iniciar la investigación correspondiente. En el artículo 
24 Ter del Código Procesal Penal, encontramos la lista de delitos y las excepciones 
necesarias para que se convierta en acción pública. 

3.3.3. Acción penal privada 

Regulada en el artículo 24 Quáter del Código Procesal Penal, en este tipo de acción 
penal, la única forma para empezar la persecución penal es presentando una querella, la 
cual debe constar por escrito y llenar los requisitos que establece el artículo 302 del 
mismo código, ante un Tribunal correspondiente. 
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3.4. Los Sujetos Procesales 


Tradicionalmente la doctrina ha venido discutiendo acerca de la existencia o inexistencia 
de partes en el proceso penal, sin haber llegado a adoptar un criterio claro al respecto. A 
su modo de ver, la causa fundamental de esta polémica es el hecho de que los 
procesalistas han partido desde el estudio del derecho privado, y por tal motivo se toma 
como punto de referencia un concepto de partes, construido exclusivamente para ser 
aplicado en un proceso civil con objeto dispositivo, donde la legitimación se confiere a 
partir de la titularidad de los derechos subjetivos, que normalmente podrían haber 
satisfecho fuera del proceso. 

Víctor Moreno Catena, afirma que cuando se intenta trasladar dicho concepto al campo 
del proceso penal, resulta imposible, desde todo punto de vista, hablar de partes 
procesales con aquel sentido por la propia naturaleza del derecho material con que se 
actúa. Obviamente, no puede presentarse en el proceso penal una persona que, 
basándose en un derecho subjetivo o un interés legítimo y personal, pretenda obtener la 
tutela judicial frente a otra o quien demande en nombre propio una actuación de la ley, 
sencillamente porque el titular del ius puniendi no es otro que el Estado, y su ejercicio 
viene atribuido a los tribunales a través del proceso penal, único medio de satisfacerlo. 
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Continúa afirmando que parece lógico que el concepto de parte, solo puede 
un análisis estrictamente procesal, con independencia del derecho material 
valer y de su disponibilidad por quienes actúan ante los órganos de un concreto orden 
jurisdiccional. Desde esta perspectiva puede decirse que parte procesal, es aquella que 
postula una resolución judicial frente a otra persona (parte activa) y aquella contra quien 
se insta dicha resolución (parte pasiva) con independencia de que el actor sea o no titular 
del derecho material que ese haga valer (en este caso, el único titular del derecho penal 
es el Estado). 

En el proceso penal necesariamente han de existir dos sujetos que mantienen posiciones 
contrapuestas, sin cuya concurrencia no se puede entrar en el juicio, de modo que 
cuando no haya contradicción (porque el órgano publico inste la absolución del inocente o 
pida el sobreseimiento), finalizará el proceso o no se llegará a abrir. 

Hay una parte activa, un acusador que pide la condena por un hecho delictivo, por cuanto 
la jurisdicción no puede actuarse de oficio. 

Como parte pasiva ha de haber un acusado, que se defiende de la acusación para 
obtener su absolución o una condena menor. 

En razón de las anteriores consideraciones, desde un punto de vista estrictamente 
procesal, ha de sostenerse que efectivamente existen partes en el proceso penal. Por un 
lado, se hallan los sujetos que postulan en el proceso una resolución de condena, 
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necesaria para abrir el juicio oral, las partes acusadoras: el Ministerio Púb 
acusador (Querellante adhesivo o exclusivo); aunque ninguno de ellos sea el titular'^ 
puniendi. 



Por otro lado, están la o las personas frente a quienes se pide la actuación del derecho 
penal, por suponer que son participes en la comisión de un hecho delictivo: el acusado, 
que si es titular del derecho a la libertad y en todo caso se le considera como parte en 
sentido material 


Cuando se trata de la restitución de la cosa, reparación del daño o indemnización de los 
perjuicios causados por los hechos delictivos, es la víctima o agraviado quien lo solicita. 
En el proceso penal guatemalteco, se derogo la figura del Actor Civil, aunque se dejó 
vigente el Tercero Civilmente demandado. 

El Código Procesal Penal guatemalteco, ha nominado a estos, “sujetos procesales” pero 
en algunos artículos refiere el termino partes.” (Poroj, 2013). 
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CAPÍTULO III 

4. La víctima y el delito 

4.1. Definición de víctima en el proceso penal 

En Guatemala, no existe una edad para ser víctima de algún tipo de delito, 
lamentablemente en nuestra sociedad a diario nos encontramos con noticias que son 
difundidas por diferentes medios de comunicación en donde podemos darnos cuenta que 
desde bebes hasta personas de la tercera edad son víctimas de diferentes tipos de delito, 
nadie está a salvo de esta lamentable condición, ya que hay casos en ios cuales hasta 
entre la misma familia se cometen ilícitos penales, prueba de ello, lo vemos en que existe 
la Ley para Prevenir, Sancionar y Erradicar ia Violencia Intrafamiliar; se supone que en la 
familia es donde todos deben de tener seguridad para poder desarrollarse sanamente, 
pero eso no sucede, no todas las personas tienen la posibilidad de desarrollarse en un 
ambiente sano. 

El concepto de víctima, es amplio, pero debemos tener una base firme para determinar 
todos ios alcances del mismo, ya que logrando definirlo de una manera adecuada, el 
Estado podrá proporcionar la ayuda necesaria a todas las personas que son vulnerables. 

El autor Ponce Mejicanos indica que “Cuando se habla de víctima desde el punto de vista 
jurídico, se refiere a aquella persona a la cual le han sido violentados o amenazados sus 
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derechos esenciales a través de la realización de una acción u omisión 
transgresión de una norma legal que protege un bien jurídico específico y 
un proceso penal”. 

Por lo que, si una persona ha sido vulnerada en sus derechos y acciona el sistema 
judicial, de una forma más visible, se convierte en sujeto de derechos y garantías dentro y 
paralelamente al proceso que se inicia. En un proceso penal, se deben manejar dos ejes, 
el del propio proceso penal, y el de atención a las víctimas, en especial si estas son 
especialmente vulnerables, tal y como ocurre con los niños, niñas y adolescentes que se 
ven inmersos dentro de un sistema que no ha sido diseñado para ellos; es por ello la 
relevancia que la víctima ha adquirido en el proceso penal.” (Ponce, 2013). 

Cuando una persona es víctima de un delito, sufre diferentes tipos de daños, como puede 
ser de tipo moral, físico, psicológico, económico, y el Estado hasta hoy en día no ha 
demostrado tener la capacidad, es más no tiene cuenta como los medios necesarios para 
que las personas puedan superar estos daños, el problema principal surge cuando las 
víctimas son menores de edad, ya que el tipo de ayuda que se le debe brindar es 
diferente por su condición humana, deben de desarrollarse de una forma adecuada y si 
los daños que sufren en su infancia no son tratados, se convierten en cicatrices que los 
acompañaran durante toda su vida. 

El Estado de Guatemala, se ha preocupado por definir que el concepto víctima, por ello 
en la Ley contra la Violencia Sexual, Explotación y Trata de Personas, Decreto 9-2009 del 
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Congreso de la República, en el artículo 10 establece que: se entenderá por vi 
persona que, individual o colectivamente, haya sufrido daños, lesiones físicas o 
sufrimiento emocional, pérdida financiera o menoscabo sustancial de sus derechos 
fundamentales, como consecuencia de acciones u omisiones que violen la legislación 
penal. También se considera víctima a los familiares o a las personas a cargo que tengan 
relación inmediata con la víctima directa y las personas que hayan sufrido daños al 
intervenir para asistir a la víctima en peligro o para prevenir la victimización. 

Por lo que, al leer la anterior definición, nos damos cuenta que los legisladores han sido 
muy sabios al indicar que víctima, no solo es aquella persona o personas que sufren un 
daño directo, sino que también se deben incluir a las personas que sufren las 
consecuencias del daño de manera indirecta, el ejemplo más claro sucede cuando en una 
familia un miembro de ella ha sufrido el daño directo, entonces la victima será la familia 
completa; y esto lo complementamos con el artículo 117 del Código Procesal Penal, al 
indicarnos quienes son los agraviados dentro del proceso penal: “1) A la víctima afectada 
por la comisión del delito. 2) Al cónyuge, a los padres y a los hijos de la víctima y a la 
persona que conviva con ella en el momento de cometerse el delito. 3) A los 
representantes de una sociedad por los delitos cometidos contra la misma y a los socios 
respecto a los cometidos por quienes la dirijan, administren o controlen; y 4) A las 
asociaciones en los delitos que afecten intereses colectivos o difusos, siempre que el 
objeto de la asociación se vincule directamente con dichos intereses”. Es por ello que 
también debemos dejar claro que las víctimas del delito también lo pueden ser las 
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personas jurídicas, claro está que ellas deben de actuar dentro del Proceso P 
medio de sus representantes legales. 

El concepto de víctima es bastante amplio, Rodríguez Manzanera lo define como: “la 
persona sobre quien recae la acción criminal o sufre en sí misma, en sus bienes o en sus 
derechos, las consecuencias nocivas de dicha acción. Para Alejandro Rodríguez, existe la 
víctima directa y en ese sentido nos indica: 

“En sentido estricto, podemos entender por víctima aquella persona que ha sido sujeto 
pasivo de un delito, es decir, de una acción que, por ser considerada contraria a los 
intereses generales, además de a los individuales, en su caso ha sido tipificada como tal 
por la legislación, asignándole consecuencias penales. La víctima será pues, la persona 
física o jurídica que soporta directamente la acción delictiva, por recaer de modo directo e 
inmediato sobre su persona, patrimonio u otros bienes jurídicos atacados”. (Ponce, 2013, 
P- 7). 

En el ámbito de Naciones Unidas, en el VI Congreso para la prevención de delitos y del 
tratamiento del delincuente, se definió como víctima a la persona que ha sufrido una 
perdida, daño o lesión, sea en su persona propiamente dicha, su propiedad o sus 
derechos humanos como resultado de una conducta que: a) Constituye una violación a la 
legislación penal nacional; b) constituya un delito bajo el derecho internacional que 
constituya una violación a los principios sobre derechos humanos reconocidos 
internacionalmente; c) que de alguna forma implique el abuso de poder por parte de 
personas que ocupan posiciones de autoridad política o económica. 
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Para finalizar, es menester indicar que “La instrucción general 07-2008 del 
Público define a la víctima de la siguiente manera: “Víctimas directas. Personas que 
individual o colectivamente han sufrido daño físico o mental, sufrimiento emocional, 
desintegración social, familiar, pérdida financiera o menoscabo substancial de los 
derechos fundamentales, como consecuencia de la comisión de un delito. Víctimas 
colaterales... Las personas que se encuentran en los casos de los párrafos anteriores 
podrán acudir o ser referidas a la Oficina de Atención a la Víctima...” 

4.1.1. Historia 

En nuestro proceso penal, se ha estudiado con mucho detenimiento las violaciones que 
existen a los derechos de las personas sindicadas de algún ilícito penal, dejando en el 
completo olvido a las personas víctimas, ya que la historia nos ha demostrado que se 
tiene la idea errónea de que al momento de cumplir el sindicado su condena, se remedia 
el daño ocasionado a las víctimas. 

Es de hacer notar que cuando se da la conquista por parte de los españoles en 
Guatemala, hemos podido leer que, al venir a nuestra tierra, ellos contaban con armas 
suficientes para someter a los habitantes de nuestras tierras, por lo que las personas 
indígenas fueron víctimas de abusos, tuvieron que trabajar como esclavos e incluso no 
fueron considerados como humanos. 
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Siguiendo la corriente de Macedonio Hernández, el derecho penal ha evolucio 
embargo, enseña que desde épocas antiguas el hombre ha tratado diversas for 
resarcimiento al daño, provenientes de la comisión de un delito, pero como veremos, 
curiosamente es en la medida que a través de la historia se modernizaba, que se iba 
relegando la figura de la víctima, siendo en los tiempos actuales que realmente se da un 
nuevo auge a la víctima dentro del proceso penal. 


Como se ha señalado llama la atención que haya sido, con la evolución humana se haya 
ido relegando de tal forma que ha sido necesario en los últimos tiempos para retomar el 
tema y crear una balanza dentro del proceso penal sobre los derechos y garantías del 
sindicado, en contra posición con la víctima. 


En primer lugar, se establece la venganza privada, en la cual era la familia la que recurría 
a la venganza para satisfacer la deshonra ocasionada a su prole; posteriormente, viene la 
línea de la venganza pública, en la cual es el Estado el que tiene la potestad de juzgar, 
utilizando medios coactivos con los que trata de hacerla efectiva en algunos casos; la 
demanda de las víctimas quedó en segundo plano e incluso fue olvidada. 


Lo anterior surge debido a que, en los inicios del estudio del derecho penal, los tratadistas 
se concentran en el estudio del delincuente, y en ese sentido José Zamora Grant indica: 
Nuestro actual sistema de procuración y administración de justicia resulta ineficaz en 
ciertos casos para las víctimas de un hecho ilícito. 
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En el derec 
recopila de 

establecer leyes aplicables en todos los casos para impedir que cada persona tomara la 
justicia por su propia mano. 

En el derecho griego, se llevaban a cabo los juicios con la presencia del Rey, el consejo 
de ancianos, y la asamblea del pueblo, los cuales eran públicos, en ellos existía la figura 
del Arconte, que hacía las veces de un fiscal quien era el que representaba a la víctima, la 
cual no participaba en una forma directa. 

En el derecho romano, al fundarse Roma, se mantiene el carácter sagrado de las penas, 
pues el jefe del gobierno civil y militar era también el jefe del culto religioso; luego se 
afirma la venganza pública, ejercido por el poder político, el rey es a su vez sacerdote y 
tiene plena jurisdicción criminal. Durante la monarquía se diferencian los delitos que 
vulneran el orden público y el ámbito privado, ya durante la república se busca el 
monopolio jurídico para la represión del delito, sobresale la ley de las XII tablas en donde 
se determina en qué casos se puede aplicar la venganza privada y cuáles no, además 
afirma el principio del talión. El ofensor estaba obligado al pago de daños y perjuicios, y 
en algunos casos se tomaba en cuenta la calidad de la víctima y las circunstancias del 
hecho. 

En la época clásica, siempre dentro del derecho romano, se dieron las leyes de Cornelia y 
Julia que prohibieron la venganza privada, por lo que se puede decir que en el proceso 


no antiguo, el Código de Hammurabi, estimaba la retribución de mal 
manera impersonal las decisiones de justicia del Rey, pretendía este 
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penal romano a excepción del derecho Justiniano en la ley Aquilia, se esboza po 
vez un principio general que regula la reparación del daño. 

En el derecho francés, la reparación del daño dependía de la gravedad de la culpa del 
responsable, y el Código de Napoleón señala que la responsabilidad civil está basada en 
la culpa del responsable. Esto sirve de base para las inserciones que posteriormente se 
llevan a cabo en el resto del mundo y que la fecha en gran medida persiste. En la 
legislación Maya, no existió una legislación completa que se refiera a la venganza privada 
o la reparación del daño, sin embargo, en ciertos delitos se obligaba a la restitución del 
daño que se ocasionara a las víctimas.” (Ponce, 2013). 

4.1.1.1. Documentos en relación a la victima 

A inicios del siglo XX, la comisión italiana de las reformas de la ley, señala tres puntos 
importantes que deberían ser protegidos en el procedimiento del derecho penal. En este 
caso, no solo el Estado y el victimario, sino también la víctima. Los expertos de la 
mencionada comisión declaraban si los derechos humanos del victimario son sagrados, 
los derechos de la víctima también deben de ser sagrados. 

En el año 1923 una nueva regla de derecho en Checoslovaquia determino que el Estado 
tenía que compensar a la víctima, en el caso de que el infractor no tuviera los recursos 
para pagarlo. 
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En diciembre de 1929 es celebrada en la Habana la primera conferencia sobre 
victímales, esta conferencia llevó el nombre de la Protección de la Víctima del Delit 



En el año de 1930, Urbano Godoy redactó los documentos y discusiones de esa misma 
conferencia; en el mismo año Tejera escribe, tomando como base el tema de esa 
conferencia, una reflexión con orientación al derecho; él describe, como el Estado 
produce sus propias víctimas, los sufrimientos de la víctima y menciona como se victimiza 
más todavía al trascender los asuntos a los medios de comunicación, como, por ejemplo, 
la prensa.” (Lima, 2008). 


4.2. El delito 


La existencia del delito dentro de la sociedad guatemalteca, se debe a que hay personas 
que se encargan de realizar actos en contra de la propiedad o en contra del cuerpo 
mismo de otras personas, prácticas prohibidas por la ley, para que esas acciones no se 
realicen dentro de nuestra sociedad, sin embargo, hoy en día, se ve un aumento de 
actividades delictivas, por diferentes circunstancias. El delito es una razón de ser del 
Derecho Penal ya que el Derecho Penal cumple una función de control social de 
conductas gravemente perjudiciales para la convivencia, por lo que la primera condición 
requerida para que un hecho sea calificado como delito es que se trate de 
manifestaciones negativas de un comportamiento humano 
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4.2.1. Definición 

“La palabra o termino delito se deriva del vocablo latino delicio”, cuyo significado es: el 
quebrantamiento de la ley”. En el derecho romano, el término “delinquere” fue utilizado 
para diferenciarlo del de crimen para designar a los delicta privata. 

Según el autor Servio Tulio Ruiz, el concepto formal de delito es la base para lograr su 
análisis estructural o normativo. Concibe el delito igual a un hecho o conducta típica, igual 
a una sanción criminal, cuya ecuación representa la forma más simple del delito. 

Afirma que la conducta típica es todo acontecer humano, positivo o negativo, 
correspondiente a una descripción legislativa (tipo), violatorio de una prohibición o 
mandato penal, que acarrea una consecuencia jurídica consistente en una sanción 
criminal. (Martínez, 2012). 

Con lo anteriormente descrito, se puede analizar, que el autor señala los requisitos que 
debe tener un ilícito penal, con el fin de construir un esquema del delito, con el cual pueda 
ofrecer un mejor análisis de cómo se compone el delito. 

Para Francisco Pavón Vasconcelos el delito se entiende de distintas formas, según el 
tiempo y el espacio en que sea objeto de valoración jurídica, aunque siempre encuentra 
su fundamento en las relaciones existentes entre el hecho como producto del quehacer 
humano y su valoración legislativa. 



48 


Afirma que pese a que, en un principio, en los pueblos más antiguos, 
antisociales fueron castigados desde un punto de vista objetivo, la valoración 
hecho dañoso apareció hasta el momento en que surgieron los ordenamientos legales. Si 
bien es cierto que el concepto de delito ha evolucionado a través del tiempo, nunca ha 
prescindido de su carácter antijurídico, por lo que las definiciones que se han dado 
siempre lo identifican como un acto contrario a la ley. Sin embargo, esta noción ha sido 
complementada por distintos elementos, que a la postre, se han incorporado a su 
concepto, y que normalmente se refieren a la voluntad y a la conciencia de la ilicitud de un 
hecho. 

La definición de delito ha variado con el transcurso del tiempo, dependiendo de la óptica 
que se le quiera dar y los elementos que el estudioso de la materia desee ponderar. Se 
puede entender como el conjunto de los presupuestos de la pena. Infracción culpable de 
la norma penal. Aunque en la actualidad ciertos sector de la doctrina define al delito como 
la acción típica, antijurídica, culpable y punible. 

Francisco Muñoz Conde, afirma que, desde el punto de vista jurídico, delito es toda 
conducta que el legislador sanciona como una pena. Eso sí, advierte que tal definición 
nada dice sobre los elementos que deben conformar el delito como objeto de estudio de 
la ciencia jurídico penal. Sin embargo, todos sus elementos se han desprendido del 
estudio de la normatividad penal en su conjunto, permitiendo a los doctrinarios elaborar 
sus propias definiciones, algunas más amplias que otras, pero que dejan de tener un 
carácter meramente formal. (Martínez, 2012). 
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En conclusión, cuando se define el delito, la mayoría de autores lo hace de la 
forma: es una conducta, típica, antijurídica y culpable. 

4.2.2. Elementos 

a. Acción: este es el elemento que debe de existir en primer lugar, para que se cometa 
un delito debe de existir la acción que es una conducta humana significativa, derivada de 
la voluntad. 

De acuerdo a lo estudiado en la carrera de derecho, puedo analizar que existe dos tipos 
de acción: 

a.1. Acción Interna: ocurre en la esfera del pensamiento del autor del delito, y se 
propone la realización de un fin. 

a. 2. Acción Externa: después de la fase interna el autor del delito realiza lo que pensó al 
mundo exterior; ahí pone en marcha conforme a su fin sus actividades, su proceso de 
ejecución del acto. 

b. Tipicidad: esa acción ha de ser típica, porque ha de coincidir con las descripciones del 
delito de las reunidas en la parte especial del Código Penal. Para definir la tipicidad de 
forma clara y precisa es la adecuación de la conducta ósea el delito al tipo legal concreto. 
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c. Antijurídica: la acción ha de ser prohibida, por regla general lo será ya con la 
puesto que el legislador solo incorpora una acción a un tipo cuando la misma usualmente 
deba estar prohibida. 

d. Culpabilidad: ha de poder hacer responsable al autor que cometió el delito. La 
culpabilidad no es un fenómeno individual, aislado; la culpabilidad debe verse con 
referencia a la sociedad; no solo al autor de un hecho típico y antijurídico sino una 
culpabilidad con referencia a los demás. De ello surge que la culpabilidad es un fenómeno 
social. 

e. Punibilidad: una acción típica, antijurídica y culpable es por lo general punible y es la 
característica diferencial del delito. Ya que una persona que comete un delito debe ser 
penado por la ley. 

4.2.3. Teorías que explican el delito 

“La teoría del delito es un sistema de hipótesis que exponen, a partir de una determinada 
tendencia dogmática, cuáles son los elementos que hacen posible o no la aplicación de 
una consecuencia jurídico penal a una acción humana. 

Para el estudio de la teoría del delito se debe profundizar en el estudio de la dogmática, 
que no es otra cosa que el estudio del dogma, en el derecho penal, el dogma es la ley 
penal, pues es la única fuente obligatoria del derecho penal. La interpretación 
mencionada debe ser coherente y sistemática. 
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Bajo este concepto, podemos señalar estas características propias de la teoría d 



•s Es un sistema porque representa un conjunto ordenado de conocimientos. 


s Son hipótesis, pues son enunciados que pueden probarse, atestiguarse o 
confirmarse solo indirectamente, a través de sus consecuencias. 

•s Posee tendencia dogmática al ser parte de una ciencia social. No existe unidad 
respecto de la postura con que debe abordarse el fenómeno del delito, por lo que 
existe más de un sistema que trata de explicarlo. 

•s Consecuencia jurídica penal: el objeto de estudio de la teoría del delito es todo 
aquello que da lugar a la aplicación de una pena o medida de seguridad.” (Peña y 
Almanza, 2010). 

a. Teoría del Causalismo Naturalista 


Definida por Franz Von Liszt y Ernst Von Beling: se caracteriza por concebir a la acción en 
términos físicos o naturalísticos, integrada por un movimiento corporal y el resultado de 
una modificación en el mundo exterior, unidos por un nexo causal. Distingue las fases 
internas (ideación, deliberación, resolución) y externa (exteriorización, preparación, 
ejecución) del delito. El tipo se limita a elementos de carácter externo, negando la 
posibilidad de justificar alguna acción, cuya valoración jurídica solo puede tener cabida 
dentro del análisis de la antijuridicidad, y siempre desde un punto de vista objetivo. En la 
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culpabilidad se analizan elementos subjetivos y psíquicos del agente, 
imputabilidad el presupuesto de esta. 

b. Teoría de Binding 

Según Luis Jiménez de Asúa, Binding comenzó el año 1872 la construcción laboriosa, 
(que consumiría su vida plena) de la teoría de las normas. Por lo que afecta al derecho 
penal, Bindign destaco que lo que viola el ladrón no es la ley, sino el principio que prohíbe 
robar. “Hallaron los pueblos antiguos -dice el gran maestro alemán- y hallan los nuevos, 
la naturaleza del delito en que infringe la paz, el derecho, la ley. De aquí le viene su 
nombre. Más a juicio de Binding, dos faltas obscurecen la verdad esencia de aquel 
principio. Se identifica el principio penal, según el cual será juzgado el delincuente, con el 
principio jurídico, que el infringe. Si la ley dice: Quien sustrae a otro, de propósito, una 
cosa mueble ajena, para apropiársela injustamente, será castigado con prisión por hurto” 
es que forma, con este precepto, la premisa mayor en el juicio sobre el ladrón; con la 
acción raptora del delincuente, la premisa menor, y con la ejecutoria de la pena, la 
conclusión. La pena, solo así y desde luego, puede ser pronunciada, porque esta descrita 
en aquella ley. Lejos de infringir el delincuente la ley penal, según la que será 
sentenciado. 

Esa primera parte exige caracterizar precisamente la acción punible. En ella reside una 
transgresión legal y así la describe la ley penal. En otras palabras: la ley que transgredió 
el delincuente va delante, en el concepto y en la regulación, pero no así en el tiempo de la 
ley que prescribe la manera y la naturaleza del juicio. De esta equivocada identificación 
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depende la concepción muy extendida, pero igualmente errónea, de que i 
transgrede una “ley penal”, cuando se mostrará cómo su acto significa, en 
infracción de una ley en sentido amplio, esto es, de un principio jurídico, pero de modo 
alguno la infracción de una pena conminada o descrita por la ley penal”. La teoría de las 
normas de Binding no solo dio nacimiento a las modernas definiciones dogmáticas del 
delito, comenzando por la de Beling, sino que se expande hasta llegar a tener eco en 
autores que no siguen rigurosamente sus ideas y que incluso desconocen lo esencial de 
sus tesis. Binding, desde su positivismo radical, reverenciaba la norma como objeto 
indiscutible dado que era un producto de un legislador inequivocable. 

c. El concepto de delito de Beling 

Ernst von Beling no creyó contrariar las doctrinas de Binding, a quien miraba como 
maestro, sino que quiso desenvolverlas en la técnica jurídica. Pero Cari Binding, con su 
excesivo tronar olímpico, arremetió contra él, incluso en el impropio lugar de su 
Compendio, en una de cuyas notas dice que es de lamentar la enorme cavilación que 
supone la teoría de Beling, así como la audacia de quien defiende las consecuencias de 
su doctrina de la tipicidad, en un caso concreto, ya que no puede rendir provecho alguno 
a los juristas. 

Beling llega a su definición del delito después de numerosas rectificaciones. En la primera 
edición de sus Grundzüge, hecha en 1889, daba un concepto en un todo similar al que 
exponía von Liszt: “Acción punible (hecho penal, delito, delito en sentido amplio), es la 
acción antijurídica y culpable, conminada con pena”. Aún no había elaborado su doctrina 
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dei tipo legal, como carácter meramente descriptivo, y hablaba del Tatbestand, 
muy utilizado, en su aspecto “subjetivo” y “objetivo”. Ahora bien, encontramos 
primera edición de sus Grundzüge gérmenes de la doctrina que luego había de ser tan 
fecunda, aunque en las palabras que vamos a transcribir hubiese más influjo bindingniano 
que promesas de desarrollo futuro: “En su sentido propio —dice— se entiende por ley 
penal (Strafgesetz), solamente un cierto principio jurídico penal (Strafrechtssatz), que en 
un determinado tipo legal (Tatbestand) (primera parte de la ley penal), basa una sanción 
penal o conminación penal (Strafdrohung) (segunda parte de la ley penal). Por el tipo 
legal (Tatbestand) ha de entenderse la descripción de aquella violación del Derecho que 
debe ser hallada en la concerniente sanción. 


Mas en 1906 quiso librar a la construcción del delito del elemento, que él juzgó 
tautológico, de estar conminado con una pena, y quiso reemplazarlo por el conjunto de 
condiciones que el hecho ha de reunir para acarrear la consecuencia punitiva. Decir que 
el delito es lo penado por la ley, equivale —según el gran profesor y tratadista— a definir 
una casa habitación como una casa, con comedor, alcoba, destinada a ser habitada. La 
punibilidad, afirma, ha de ser uno de los elementos del delito y no entrar en la definición 
para evitar la tautología. Beling cree conseguido entonces con esta fórmula: “es delito la 
acción típica, antijurídica, culpable, sometible a una sanción penal adecuada y 
suficientemente para las condiciones de la sanción penal”. 

En esta concepción aparece ya la tipicidad o “adecuación típica”, con su papel nuevo y 
rector, y cada uno de los caracteres, si bien al servicio del todo, figuran con sus funciones 
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propias y distintas. Para ser delito un acto debe reunir estos requisitos: acci 
objetivamente en la ley, es decir, tipicidad; contraria al derecho, esto es, 
antijuricidad; dolosa o culposa, o sea, que medie culpabilidad, sancionada con una pena, 
lo que equivale a decir, aunque el propósito fuera el de mirarlo como mera consecuencia, 
que tenga fijada una penalidad; y que se den, además, las condiciones objetivas de 
penalidad. 

d. La tesis de Von Liszt 

Von Liszt (1851-1919), que era discípulo de Ihering (1818- 1892), aunque influido 
claramente por la filosofía positivista, consideró necesario encontrar un fin a la pena, de 
manera que, frente a las ideas retribucionistas imperantes en la época, von Liszt critica 
tales posiciones y defiende que la pena solo puede ser justificada y resulta legitimada si 
tiene un fin. Esto lo llevó a cabo en el famoso Programa de la Universidad de Marburgo 
que se publicó en 1882 con ese título y, más tarde, en 1883, con el título La idea del fin en 
el Derecho penal. Para von Liszt, “la pena correcta —es decir, la pena justa— es la pena 
necesaria (...) la vinculación total del poder imponer penas a la idea del fin es el ideal de 
la justicia penal. Únicamente la pena necesaria es la pena justa”. 

Y, como fines o efectos de la pena, señalaba los siguiente: “la corrección, la intimidación y 
la inocuización” del delincuente. Además, como idea programática, indicó que “el estudio 
del delito como fenómeno ético social y de la pena como una función social ha de ser el 
justo punto de atención de nuestra ciencia. Expuestas de forma sintética, estas pueden 
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ser las líneas maestras del Programa de von Liszt que, separándose claramente 
(1841 -1920), trazaban el camino a seguir por la ciencia jurídico-penal.” 

e. Teoría del causalismo valorativo 

Se aparta del formalismo del causalismo clásico tomando como base una perspectiva 
axiológica. Al concepto naturalístico de la acción introduce el elemento humano de la 
voluntad. Postula la existencia de los elementos normativos y subjetivos del tipo, con lo 
que se separa de la concepción netamente objetiva estableciendo la necesidad de 
analizar en el tipo un contenido de valor o de intencionalidad. Se concibe a la 
antijuridicidad ya no sólo como una oposición formal a la norma jurídica sino además de 
forma material según el daño que causara a la sociedad, de donde se abre la posibilidad 
de graduar el injusto de acuerdo con la gravedad del daño causado y de establecer 
nuevas causas de justificación. Por lo que respecta a la culpabilidad se considera como 
un juicio de reproche al autor del delito y no solamente desde el punto de vista 
psicológico. 

El concepto natural de acción es creación de von Liszt y Beling, quienes son los 
fundadores del “sistema clásico del delito”. Von Liszt define por primera vez el concepto 
de acción como la producción, reconducible a una voluntad humana, de una modificación 
en el mundo exterior. En este concepto, para la modificación causal del mundo exterior 
debía bastar cualquier efecto en el mismo, por mínimo que sea. Debido a la imposibilidad 
del concepto señalado de explicar la omisión, von Liszt fórmula más tarde una segunda 
descripción, diciendo que acción es conducta voluntaria hacia el mundo exterior; más 
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exactamente: modificación, es decir, causación o no evitación de una 
resultado) del mundo exterior mediante una conducta voluntaria. 

f. Teoría del Finalismo 

La doctrina finalista nace con Welzel (1904-1977) y fue desarrollada por este autor a partir 
de principios de los años treinta, aunque la utilización de la palabra “finalidad” para 
caracterizar la acción se produce a partir de 1935. La inicial concepción fue dando paso a 
diversas modificaciones a medida que se sometía a revisión toda la teoría del delito 
imperante hasta el momento.” (Peña y Almanza, 2010). 

La acción es considerada siempre como una finalidad determinada de actuar 
conscientemente en función de un resultado propuesto voluntariamente. La acción, el dolo 
y la culpa se ubican en el tipo, pues al ser la acción algo final (tendiente a un fin), el 
legislador no puede sino prever acciones provistas de finalidad (dolo, culpa y elementos 
subjetivos específicos del injusto). Distingue entre error del tipo (excluye al dolo y a la 
punibilidad) y el error de prohibición (elimina la conciencia de antijuridicidad, al ser 
invencible elimina la punibilidad, y si es vencible, subsiste en distinto grado). 

4.2.4. Sujetos del delito 

Cuando se habla de sujetos del delito, se refiere a las personas que intervienen en el 
mismo, esto significa que habrá dos tipos de sujetos, los cuales analizaremos. 
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Pero antes debemos analizar, quienes son sujetos de derechos, se les llama as 
nos referimos a un derecho concreto de la persona (por ejemplo, si es dueño 
cosa, su derecho es concreto, entonces se lo debe llamar sujeto de derecho). Mientras 
que se denomina persona, cuando nos referimos a una aptitud abstracta de ser titular de 
un derecho. 


a. Sujeto activo 

Este tipo de sujeto, es la persona individual que cuenta con todas sus capacidades para 
analizar y realizar la conducta tipificada y prohibida por la ley penal. Es importante hacer 
mención que solamente las personas individuales pueden ser responsables de la 
comisión de delitos, si bien es cierto, que en la actualidad son utilizadas las sociedades 
como medio para poder cometer ilícitos, pero los que responderán por la comisión de 
esos ilícitos, serán las personas individuales que tengan a su cargo la dirección de las 
mismas. 


Un ejemplo claro lo encontramos regulado en nuestro Código Penal, exactamente en el 
artículo 350, el cual establece que: “Cuando sea declarada en quiebra una empresa 
mercantil, todo director, administrador o liquidador de la sociedad o establecimiento fallido 
que hubiere cooperado a la ejecución en alguno de los actos ilícitos que la motivaron, 
será sancionado con igual pena a la señalada para el quebrado fraudulento o culpable, 
según el caso.” 
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Podemos realizarnos la 
delito? La respuesta se 
se les concede capacidad (aunque limitada a su fin) el sancionarlos sería como sancionar 
a una persona o seres ficticios violando el principio de que “sólo los sujetos dotados con 
voluntad y conciencia pueden ser sujetos activos. Además, la pena es individual. Si se 
sanciona a una persona colectiva se estaría sancionando a su personalidad o sea el 
conjunto que componen esa persona jurídica: gerentes, directores y socios. Estos últimos 
nada tienen que ver y hacer con el destino de la empresa.” (Peña y Almanza, 2010). 

b. Sujeto pasivo 

En este caso es la persona o personas que ven afectados el bien jurídico tutelado que 
protege el Estado de Guatemala, o sino, ha sido afectado directamente el bien jurídico 
tutelado por el sujeto activo, fue puesto en peligro. 

Este sujeto pasivo es lo que nosotros conocemos como víctimas del delito, el sujeto 
pasivo no solo es la persona que recibe el daño directamente, sino que también serán las 
personas que la rodean, en primer lugar, sus familiares. 

Los autores Peña González y Almanza Altamirano, establece que “El ser humano es 
sujeto pasivo en los siguientes casos: 

• Cuando es concebido en el aborto; 


siguiente pregunta: ¿Puede una persona jurídica co 
encuentre en la “Tesis de la irresponsabilidad. Si por una 
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• Durante su vida, en el infanticidio o en el homicidio, entre otros; 

• Los “herederos” del cadáver en la profanación del lugar en que reposa a un muert 

• En el robo, el secuestro, en la calumnia, en las injurias, en la violación, etc., la persona 
individual es sujeto pasivo. El bien jurídico vulnerado en el robo es su derecho al 
patrimonio; en el secuestro su libertad; su honor, en la calumnia; la libertad sexual, en la 
violación.” 



Con la entrada en vigencia de la nueva ley, de bienestar animal, la cual protege a los 
animales de prácticas crueles de maltrato por parte de los seres humanos, se puede 
pensar que los animales también forman parte del sujeto pasivo, sin embargo, no lo son, 
los animales prácticamente pasan a ser objetos materiales del delito. 

Para finalizar, este tema, es de hacer notar que las personas jurídicas, si pueden ser 
sujetos pasivos del delito, un ejemplo de ello pueden ser las sociedades, ya que podría 
darse el caso que se atente contra su patrimonio o propiedad, en el caso de robo o hurto; 
el Estado de Guatemala puede ser víctima también de ilícitos penales, cuando se atenta 
contra su seguridad interna o externa. 

4.2.5. Condición necesaria del delito 


“Locución latina que significa que es necesaria una condición para que el negocio jurídico 
produzca sus efectos. Trasladándolo a los delitos, la conditio sine qua non es una 
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condición del delito. Para que un hecho sea considerado delito, además de la 
acto debe cumplir con una condición exigida por la ley penal.” (Peña y Almanz; 

La conditio sine qua non no debe confundirse con las agravantes o atenuantes. Una 
agravante es una circunstancia del delito que aumenta la responsabilidad criminal y la 
penalidad consecuente. Una atenuante será aquella circunstancia del delito que 
disminuye la responsabilidad y, por ende, la pena por el delito cometido, dentro de los 
límites legales. 

Las circunstancias del delito son acontecimientos que están presentes en la comisión del 
delito, que sin modificar la naturaleza del mismo influyen en la punibilidad ya sea 
agravándola o atenuándola. 

“Del latín circunstare, circum, alrededor, stare, estar. Podemos concluir en este punto que 
la conditio sine qua non es una condición; la agravante y la atenuante son circunstancias.” 
(Peña y Almanza, 2010). 
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CAPÍTULO IV 

5. Análisis Jurídico del Instituto para la Asistencia y Atención a la Víctima del Delito. 

5.1. Generalidades de la Protección a la Victima: 

En ios inicios de la civilización la víctima constituía, la principal protagonista en sus 
conflictos, no existía proceso penal alguno, ya que, ante un delito o una agresión, la 
víctima tomaba la venganza en sus manos y/o en manos de sus familiares, para castigar 
al agresor y satisfacer así sus intereses. 

Con el paso de los años, “la víctima pasó de ser un elemento protagónico en la “solución 
de los conflictos”, a ser suprimida por completo en los procesos penales, lo que evidencia 
no solo que la víctima quedaba rezagada a un segundo plano, sino que además, 
permanecía completamente desprotegida y a expensas del ofensor o victimario. 

Como lo apunta en Zaffaroni, “La exclusión de la víctima (llamada generalmente 
expropiación y que prefiero llamar más propiamente confiscación) se produjo con la 
introducción de la “investigación” o “inquisición”, que los autores tradicionales consideran 
un avance o progreso. De este modo, se admite como progreso la omisión total de la 
víctima (...). La víctima desapareció hasta hoy del modelo penal (...)” 

De forma tradicional, cuando empezaron los primeros lineamientos del tema del respeto a 
los Derechos Fundamentales dentro del Proceso Penal, la atención de todos los 
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apiicadores del derecho se centró en el imputado o victimario, descuidando u 
elementos más importante del proceso, la víctima. “La primera intervención de dere' 
los primitivos legisladores fue para defender a quien infringió inicialmente la norma social, 
es decir, al delincuente y no a la víctima. 


De igual forma, el autor Luis Rodríguez Manzanares, indica que “sentimos que la atención 
de los de los especialistas, se ha centrado en los derechos de los delincuentes, olvidando 
en mucho los de las víctimas”. 


No fue sino hasta finales de los años 40 inicios de los 50, con los aportes realizados, 
entre otros, por los autores Von Heitig y B. Mendelsohn, así como con el surgimiento de la 
Victimología, que empezó a surgir un gran interés y preocupación por las víctimas; la 
víctima resurgió y pasó a un primer plano. 

La misma evolución que a nivel internacional se ha producido tanto del Derecho Penal 
como en el tema de los Derechos Humanos, ha tenido gran influencia en las diferentes 
reformas penales que se han generado en los distintos países alrededor del mundo, 
cambios que engloban un marcado avance hacia un mayor protagonismo de las víctimas 
en el proceso penal así como la regulación de medidas de protección a favor de las 
víctimas, testigos, peritos, jueces y Fiscales. 

En el primer Symposio Internacional sobre Victimología, llevado a cabo en Jerusalén, en 
1973 así como la creación años siguientes, de la Sociedad Internacional de Victimología, 
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produjeron una serie de cambios en las legislaciones de algunos países, dando 
programas de asistencia, compensación y auxilio a las víctimas del delito. 

Lo anterior, aunado a que las reuniones internacionales (Symposios) se siguieron 
llevando a cabo cada tres años, hicieron florecer un interés y una preocupación especial 
por proteger y asegurarle a las víctimas la satisfacción de sus intereses, así como su 
integridad o seguridad antes, durante y después del proceso penal. De ahí la importancia 
de crear y adoptar medidas que garantizaran no solo el reconocimiento de los derechos 
de las víctimas, sino su respeto efectivo. 

Posteriormente, el VI Congreso de las Naciones Unidas sobre Prevención del Delincuente 
llevada a cabo en 1980, en Caracas, Venezuela, también fue pionero en abordar las 
necesidades de la víctima, definiendo qué debía entenderse por víctima, así como 
haciendo una serie de recomendaciones para la elaboración futura de normas y 
directrices en torno a este tema. 

En el año 1985, se creó el Comité de Ministros del Consejo de Europa, el cual aprobó en 
junio del mismo año, un conjunto de recomendaciones orientadas a mejorar la situación 
de las víctimas en el proceso penal, de las cuales se exigía la adopción de forma 
obligatoria y con ello una modificación en la legislación nacional de cada uno de los 
Estado miembros. 

Algunas de las recomendaciones emanadas por el Comité de Ministros del Consejo de 
Europa en cuanto a la protección de las víctimas son las siguientes: 
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a) Protección de la vida privada: 

(...) Si el tipo de infracción, e estatuto particular, la situación o la seguridad personal de la 
víctima requieren de especial protección en el proceso penal la sentencia debería tener 
lugar a puerta cerrada o la divulgación de los datos personales de la víctima debería ser 
objeto de restricciones adecuadas. 

b) Protección especial de las víctimas: 

Cuando ello parezca necesario y singularmente en los casos de delincuencia organizada 
la víctima y su familia deberán ser eficazmente protegidas contra las amenazas y el riesgo 
de venganza por parte del delincuente.” (Francesci, 2012). 

Lo anterior tuvo como consecuencia una mayor concientización sobre el papel y los 
derechos de las víctimas en los procesos penales en los diferentes Estados a nivel 
mundial, toda vez que se hace obligatorio que cada Estado procure poner a disposición 
de sus ciudadanos, en especial interés a las víctimas del delito, todos los instrumentos 
necesarios que estén a su alcance para procurarle a dichas víctimas la seguridad jurídica 
que debe imperar en todo Estado de Derecho. 
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5.2. Origen de los primeros programas de atención a la victima 

Las creaciones de programas de atención a la víctima tuvieron: “asidero en Nueva 
Zelanda, en 1963, Inglaterra en 1964, algunos Estados de Norteamérica como California, 
en 1965 y Nueva York en 1966 así como en la provincia canadiense de Saskatchewan en 
1967. Estos primeros programas centraron su atención en realizar una compensación 
económica a la víctima, es decir, sufragar los gastos incurridos por las víctimas, fueran 
estos médicos, psicológicos, así como las pérdidas económicas que sufrieran a nivel 
laboral. En virtud de lo anterior, al convertirse esta compensación en una responsabilidad 
estatal, cada uno de los Estados que empezaron a implementar estos programas, 
tuvieron que realizar una serie de modificaciones en su legislación presupuestarias, para 
que un rubro de esta fuera dirigido a sufragar el costo de la victimización. 

Posteriormente, en la Resolución 40/34 de la Asamblea General de las Naciones Unidas, 
se reconoció no solo que alrededor del mundo existe un sinfín de personas que sufren 
daños como resultado de hechos ilícitos, sino que expone además, que las víctimas y sus 
familiares, así como testigos y cualquier otra persona que brinda ayuda durante el 
proceso, en muchas ocasiones, se encuentran injustamente expuestas a sufrir daños o 
pérdidas, además, de enfrentar complicaciones o dificultades a la hora de comparecer en 
el juicio de los delincuentes. 

La Resolución antes mencionada incluye dentro de su acápite de “Asistencia”, las 
siguientes recomendaciones: 
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Las víctimas recibirán la asistencia material, médica, psicológica, social 
necesaria, por conducto de los medios gubernamentales, voluntarios comunit 
autónomos. 



Se informará a las víctimas de la disponibilidad de servicios sanitarios y sociales y demás 
asistencia pertinente, y se facilitará su acceso a ellos. (...) 

Al proporcionar servicios de asistencia a las víctimas, se prestará atención a las que 
tengan necesidades especiales por la índole de los daños sufridos o debido a factores 
como los mencionados en el párrafo 3 supra” 

Poco a poco, los diferentes países fueron creando programas de atención a las víctimas, 
fue así como en el año 1969 en el Distrito Federal de México, se emitió la primera Ley de 
protección y auxilio a las víctimas de delitos; sin embargo, esta ley, que en la materia 
resultó pionera en América Latina, no pudo aplicarse en forma masiva por cuestiones de 
orden político. 

Seguidamente, el movimiento continuó expandiéndose por las diferentes latitudes hasta 
llegar a Europa, cuando a partir de la década de los setenta esta se convierte en el blanco 
de este movimiento de asistencia a las víctimas. Es así como Australia adopta programas 
de ayuda a las víctimas a partir del año 1972, Finlandia en 1973, Irlanda en 1974, 
Noruega y Alemania Federal en 1976, Suecia en 1978, Luxemburgo en 1984 y en Bélgica 
1985. 
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En el caso de los Estados Unidos, para la década de 1970, en la Ciudad de Chicá§p>^ u t ► 
estableció el primer Programa de Ayuda a Víctimas y Testigos, instaurado y aplicado por 
un grupo de mujeres quienes tenía el interés principal de mejorar el Sistema de Cortes 
que hasta ese momento se había ejecutado en dicha ciudad. Este proyecto consagró 
entre algunos de sus objetivos los siguientes: 

• Mejorar la comunicación entre testigos y el Sistema de Cortes 

• Proveer a los testigos la información necesaria acerca de fechas y locales (...) 

• Dar apoyo a víctimas amedrentadas por medio de la provisión de información y acceso 
acerca de recursos existentes para su atención. 

De igual forma, en el año 1982 en los Estados Unidos, se dictó una Ley Federal para 
protección de víctimas y testigos, la cual incluía una serie de novedades significativas 
como por ejemplo, ampliar y agravar los preceptos penales que sancionan las acciones 
de intimidación o venganza contra las víctimas, introduce la llamada "Restraining Order", 
medida que, ante la probabilidad basada en hechos concretos de que el acusado o 
incluso persona cercana a él, pueda intimidar a una víctima o a un testigo, o pueda 
ejercitar contra ellos cualquier tipo de venganza, se le prohíba entrar en contacto con ellos 

En España, a partir del 1985, empezaron a operar algunas Oficinas de Asistencia a las 
Víctimas de Delitos y ya para el año 2000 el Ministerio de justicia de dicho país, creó 17 
Oficinas de Ayuda a las Víctimas de Delitos Violentos y contra la libertad e indemnidad 
sexuales en los siguientes lugares: Albacete, Badajoz, Burgos, Huesca, La Rioja, León, 
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Melilla, Murcia, Madrid, Oviedo, Palencia, Palma de Mayorca, Salamanca, Teruel 
Valladolid y Zaragoza, entre otros. 

En Alemania, el 1 de abril de 1987 entró en vigencia la denominada "Primera Ley para el 
mejoramiento de la situación de la víctima en el procedimiento", Ley que en general 
amplió la protección de esta, configuró nuevas y mejores formas para garantizar su 
participación en el proceso, ampliando, además, sus posibilidades de obtener reparación. 
(Franceschi, 2012, p.p. 30-34). 

5.3. Marco jurídico 

La Constitución Política de la República de Guatemala fue emitida en el año 1985, entró 
en vigencia el 14 de enero de 1986. La Carta Magna contempla un buen número de 
Artículos referentes a los derechos humanos, con lo cual se abre el paso a la transición 
dirigida a la democracia después de varias décadas de dictaduras militares que pusieron 
a Guatemala con problemas de libertad, segundad de la vida del género femenino, 
durante un conflicto armado que permitió durante mucho tiempo la desaparición forzada, 
así como el establecimiento de masacres y de represión. 

Los artículos constitucionales que fundamentan la creación del Instituto para la Asistencia 
y Atención a la Víctima del Delito, son los siguientes: 
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El artículo 1. Protección a la Persona. El Estado de Guatemala se organiza par 
proteger a la persona y a la familia; su fin supremo es la realización del bien común 



Artículo 2.- Deberes del Estado. Es deber del Estado garantizarles a los habitantes de la 
República la vida, la libertad, la justicia, la seguridad, la paz y el desarrollo integral de la 
persona. 


Artículo 3.- Derecho a la vida. El estado garantiza y protege la vida humana desde su 
concepción, así como la integridad y la seguridad de la persona. 


En el año 2016, el Congreso de la República de Guatemala, creo el Decreto número 21- 
2016, el cual regula la Ley Orgánica del Instituto para la Asistencia y Atención a la Víctima 
del Delito. 


Los artículos más importantes son los siguientes: 

Artículo 1. Objeto. Esta Ley tiene por objeto crear el Instituto de la Víctima con la 
finalidad de brindar asistencia y atención a las víctimas del delito, para lograr la reparación 
digna a la cual tienen derecho. Sus acciones no podrán estar orientadas a desarticular ni 
desconocer los mecanismos existentes de coordinación que brindan atención integral 
especializada a las víctimas del delito. 
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Artículo 2. 

describe el 

de la República, con especial interés en las víctimas directas afectadas. 

Artículo 3. Garantía de servicio. El Instituto de la Victima debe garantizar la atención 
integral a la víctima del delito. 

Artículo 5. Instituto de la Víctima. Se crea el Instituto para la Asistencia y Atención a la 
Víctima del Delito como persona jurídica autónoma, con patrimonio propio e 
independencia funcional y orgánica, al cual se le podrá denominar como Instituto de la 
Víctima. El Instituto de la Víctima se regirá por la presente Ley y su reglamento. 

Artículo 8. Ámbito de competencia funcional. El Instituto de la Víctima tiene la 
obligación de brindar asistencia a la víctima del delito, proporcionándoles información y 
orientación, haya o no presentado denuncia. 

El Consejo del Instituto deberá incluir en el reglamento los criterios de admisibilidad y/o de 
viabilidad que se aplicarán para brindar atención a la víctima del delito, en el marco de los 
planes y políticas institucionales de atención a la víctima que emanen de dicho órgano. 

En los delitos contenidos en el Decreto Número 22-2008 del Congreso de la República, 
Ley Contra el Femicidio y Otras Formas de Violencia Contra la Mujer, se estará a lo 
regulado por el artículo 16 de dicha ley. Para tal efecto el Instituto de la Víctima 
coordinará las acciones con la Coordinadora Nacional para la Prevención de la Violencia 


Sujetos de aplicación. El Instituto de la Víctima atenderá a las vícti 
artículo 117 del Código Procesal Penal, Decreto Número 51-92 del Co 
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Intrafamiliar y en Contra de la Mujer -CONAPREVI-, conjuntamente con los 
Apoyo Integral para la Mujer Sobreviviente de Violencia -CAIMUS-. En el caí 
niños y adolescentes víctimas del delito, se estará a lo dispuesto en la ley de la materia y 
se coordinará las acciones con la Procuraduría General de la Nación. 

Artículo 9. Obligaciones. El Instituto de la Víctima deberá: 

a. Informar a la Policía Nacional Civil, Ministerio Público o al Organismo Judicial de la 
comisión de un hecho delictivo, del cual tuviere conocimiento a partir de la recepción de 
una persona víctima del delito. 

b. Crear unidades con personal especializado para la asistencia y atención a las víctimas, 
que incluya como mínimo la asistencia legal y los servicios integrales que se requieran 
para la recuperación de las víctimas. 

c. Crear un sistema informático que permita el registro de los datos personales y 
sociodemográficos, los requerimientos presentados por la víctima y las actuaciones 
realizadas por el personal. 

d. Elaborar mecanismos de protección para la víctima, en apoyo a la labor del Ministerio 
Público en el caso concreto. 

e. Elaborar políticas institucionales y planes de trabajo coordinado con el Ministerio 
Pública para el fortalecimiento y seguimiento a las Redes de Derivación. 

f. Elaborar políticas victimo-criminológicas que contribuyan a la prevención del delito y a la 
reducción de la victimización. 

g. Coordinar con la Coordinadora Nacional para la Prevención de la Violencia Intrafamiliar 
y en Contra de la Mujer -CONAPREVI-, para garantizar la atención integral especializada 
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a las mujeres, a través de los Centros de Apoyo Integral para la Mujer 
Violencia -CAIMUS-. 

h. Coordinar con las instituciones que velan por la protección especial de las niñas, niños 
y adolescentes víctimas, para garantizar su atención integral especializada. 

i. Impulsar la creación y/o réplica de modelos de atención integral a víctimas, que aplicará 
a nivel interno para la prestación de sus servicios, respetando lo establecido en leyes 
especiales. 

j. Coordinar con las entidades e instituciones especializadas en la atención integral a 
víctimas en condición de vulnerabilidad que, por razón de su edad, identidad de género, 
sexo, estado físico o mental, o por circunstancias sociales, económicas, étnicas y/o 
culturales, encuentran especiales dificultades para ejercitar con plenitud ante el sistema 
de justicia sus derechos. 

k. Llevar un registro de organizaciones no gubernamentales, con o sin personería jurídica, 
especializadas en atención integral a la víctima del delito que prestan servicios de forma 
activa en la Red de Derivación. 

Artículo 11. Integración. El Instituto de la Víctima se integra de la forma siguiente: 

a. Consejo; 

b. Dirección General; 

c. Secretaria General; 

d. Dirección de Asistencia Legal; 

e. Dirección de Servicios Victimológicos; 

f. Departamento Administrativo y Financiero; 
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g. Departamento de Capacitación; 

h. Departamento de Auditoría Interna. 

Las Direcciones podrán crear los departamentos y unidades que consideren necesarias 
para el mejor cumplimiento de sus funciones. 

Artículo 22. Gratuidad en la prestación del servicio. Los servicios que presta el 
Instituto de la Víctima son gratuitos. 

Artículo 27. Presupuesto. El Ministerio de Finanzas Públicas asignará anualmente en el 
Presupuesto General de Ingresos y Egresos del Estado, los recursos necesarios para 
cubrir los gastos del Instituto de la víctima, de acuerdo al proyecto de presupuesto que 
éste presente. Adicionalmente también integrarán los fondos del Instituto: los aportes no 
reembolsables de la cooperación internacional y de Organizaciones No Gubernamentales 
nacionales o extranjeras; las herencias, legados y donaciones. La ejecución del 
presupuesto estará sujeta a los controles y fiscalización de los órganos correspondientes 
del Estado. 

5.4. Propuesta para el funcionamiento del Instituto para la Asistencia y Atención a la 
Víctima del Delito 

El Instituto de la víctima que se pretende que entre a funcionar lo antes posible para 
atender a las personas, especialmente a niños y adolescentes víctimas de cualquier 
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delito, debe contar por lo mínimo con una serie de servicios que se 
imprescindibles y que no pueden obviarse. 

Es sumamente compiejo no sólo desde el punto de vista de su construcción material, sino 
lo primordial, estimar el costo de funcionamiento, porque se necesita de una atención 
profesional multidisciplinaria, cuya presencia puede considerarse vital para lograr los 
objetivos de proveer de ayuda idónea para afrontar las crisis, traumas y secuelas que de 
no atenderse y proporcionarse inmediatamente, derivarían en serios efectos en la 
autoestima de las víctimas que incluso podrían estimarse como irreversibles. 

De manera que grosso modo, el Instituto de la Victima debe de incluir los componentes 
que se detallan a continuación, tanto los que ya son regulados por la ley, como algunos 
que deberían incluirse en el reglamento, que actualmente no existe todavía y eso que el 
artículo 48 regula que debería ser creado 60 días después que la ley entrara en vigencia, 
sin embargo, la misma ya cumplió un año de estar vigente y al momento no se ha 
concretado el reglamento. 

5.4.1. Funciones 

a. Asistencia jurídica: 

Se encargaría de darle el acompañamiento necesario a las víctimas de delitos en el 
proceso de denuncia, ante la institución respectiva facultada para atender este tipo de 
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casos, es imprescindible que esta sección disponga de los servicios de diez 
del derecho por departamento, ya que se encargarán de la asesoría 
obligación de mantener informadas a las víctimas del avance del proceso y las diligencias 
que se están practicando en las que las víctimas deben estar presentes. 

b. Asistencia psicológica: 

Fundamental para que apoye a la víctima en las terapias que requiera para que pueda 
superar el trauma y secuelas derivadas de hechos ilícitos, tiene que buscar la disminución 
de los síndromes del maltrato, el estrés post-traumático, mejorar la autoestima de la 
víctima, anular toda depresión o idea de actos suicidas u homicidas. 

c. Sección de trabajo social: 

Contribuirá al análisis y evaluación de la situación económica de la víctima, para conocer 
su forma de vida, su entorno, buscando elaborar un proyecto de vida que le permita 
sobrevivir y a través del cual pueda salir adelante sin depender de nadie. 

d. Asistencia médica: 

El albergue tiene que contar con una clínica con personal que pueda brindar este tipo de 
asistencia las veinticuatro horas del día, previendo cualquier emergencia que se presente, 
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buscando brindar los primeros auxilios a las víctimas que pudieran acudir al 
necesitar atención médica, lo cual debe ser una prioridad. 

e. Área de comedor: 

Esta atención tiene que ser prioritaria, ya que a la víctima tiene que proporcionársele la 
alimentación necesaria derivado a que en algunos casos debe de abandonar 
temporalmente su hogar, y no se encuentra en condiciones de cocinar, mucho menos de 
preocuparse por atender a sus hijos, por lo que el instituto de la víctima tiene que ofrecer 
este servicio que se considera vital. 

f. Área de guardería: 

La víctima tiene que estar presente en múltiples audiencias, esto requiere de tiempo para 
poder acudir a los tribunales, implica que en dichos momentos sus hijos deben de estar 
resguardados y con personal capacitado que les brinde a los niños atención adecuada, 
para que la víctima pueda ocuparse del trámite legal con tranquilidad. 

g. Área recreativa: 

Las instalaciones del Instituto de la Víctima tienen que disponer de un ambiente en el cual 
los niños encuentren un área en la que dispongan de juguetes para distraerse, además, 
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las víctimas disponer de un espacio en ei que intercambien experiencias y 
otras víctimas y esto les ayude a superar los traumas de la violencia intratan 

h. Talleres de capacitación: 

A las víctimas de delitos se les debe de ofrecer diversas opciones de aprendizaje en 
áreas tales como: cocina, pastelería, repostería, tejido, artesanía, costura, belleza, 
carpintería, para que aprendan un oficio que les permita posteriormente independizarse y 
con ello sostener su hogar, lo que les permitirá dedicarse a trabajar fuera del Instituto. 

5.4.2. Objetivos 

La misión del Instituto para la Asistencia y Atención a la Víctima del Delito desde ei punto 
de vista que tiene que coadyuvar al problema de la violencia que aqueja nuestra sociedad 
es que debe dar respuesta a este tipo de violencia que son generadoras de delitos y 
cómo debe darla. 

Entonces, entre los objetivos a los cuales debe destinarse se consideran prioritarios los 
siguientes: 
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a) Garantizar un espacio digno y seguro de acogida temporal 

Definitivamente las instalaciones no deben de ser un edificio sin diseño, sin 
perspectiva, sino todo lo contrario, tiene que ofrecer esa sensación de resguardo, 
agradable, donde la víctima se sienta a gusto, completo, para que desde su inicio 
verdaderamente exista esa sensación de garantía, de protección, ya que pudiera ser 
que la estadía se prolongue y el edificio en sí sencillamente tiene que proporcionar 
condiciones dignas para la estancia de un ser humano. 

b) Favorecer la toma de conciencia individual y colectiva con el fin de promover la 
autonomía de las mujeres y la apropiación de sus derechos 

Esto es primordial, ya que el tiempo en que se va a pernoctar en el mismo, tiene que 
facilitar a la víctima de un espacio que le permita dedicarse a reflexionar sobre el 
problema y en forma paralela apoyar el inicio de un proceso de toma de decisiones y 
dotar de los instrumentos necesarios para construir una vida libre de violencia. 

c) Ofrecer atención integral en las áreas de necesidades básicas, apoyo emocional, 
salud, protección legal, social, productiva y reproductiva 

No tendría sentido la construcción de un Instituto que únicamente se utilice para 
resguardo o lugar donde pasar la noche, tiene que contemplar la prestación de 
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servicios que van a contribuir a coadyuvar a minimizar los efectos, secuelas y 
para así facilitar el proceso de readaptación y socialización de las víctimas. 

d) Contribuir a la coordinación interinstitucional y de redes de violencia doméstica, 
a fin de optimizar los recursos destinados a visibilizar, prevenir y atender este 
problema 

La colaboración multidisciplinaria es primordial, se tienen que aunar esfuerzos entre 
las muchas entidades que están hoy en día colaborando para todo tipo de violencia y 
es vital que no se pretenda buscar protagonismo, sino sencillamente trabajar 
buscando esta cooperación que debe tener como centro de actividades a las mujeres, 
hombres, adolescentes, personas de la tercera edad, niños y niñas víctimas de delitos. 

5.4.3. Beneficios 

Son múltiples los beneficios y con el solo hecho de que pudiera funcionar el Instituto para 
la Asistencia y Atención para la Víctima del Delito constituiría un hito en la respuesta del 
Estado para ayudar a la inmensa cantidad de víctimas que cotidianamente sufre flagelos, 
lo afronta y lo supera aún sin que se le proporcione una ayuda idónea. 

En forma somera se esbozan algunos de ellos, iniciando primordialmente con el hecho de 
que dicho Instituto debe funcionar en base a: 
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a) Normas y procedimientos 

El Instituto de la Victima debe contar con las normas y procedimientos básicos 
establecidos a continuación: 

• El Instituto debe admitir personas en situaciones de violencia crítica con sus hijos e 
hijas, que no presenten problemática severa de adicción o psiquiátrica que perjudique 
la convivencia del grupo (estos casos deben canalizarse hacia las instancias 
pertinentes). 

• Informar sobre el reglamento del Instituto, para las personas que necesiten un 
refugio, así como el funcionamiento, alcance del programa y actividades a las que las 
personas víctimas deben incorporarse. 

• Firmar una carta de atención voluntaria. 

• Formular un plan de egreso a partir del ingreso al Instituto para las personas que 
necesitan resguardo. 

b) Criterios para definir tiempo de permanencia y egresos 

La permanencia promedio en el Instituto debe ser dependiendo de la necesidad que 
las personas afronten. 

Los factores determinantes del periodo de permanencia y del egreso son los 
siguientes: 
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• Evaluación por parte del equipo técnico de las necesidades de la 
familia, así como de su capacidad de reinserción social y la fortaleza de su red familiar 
y comunitaria. 

• Evolución del plan de egreso según fue concebido en la entrevista inicial y durante la 
evolución del proceso de recuperación. 

• Dictamen de medidas legales por parte de las instancias judiciales y evolución del 
proceso judicial, así como de las aplicaciones legales. 

• El equipo técnico puede reformular el plan de egreso y con ello alterar el periodo de 
permanencia conforme a su evaluación de las necesidades. 

c) Requisitos de habitabilidad para las personas necesitadas 

El Instituto de la Victima deberán satisfacer “requisitos mínimos de habitabilidad, que 
incluyan espacios específicos en un entorno seguro, protegido y acogedor, por lo 
menos con las siguientes instalaciones: 

• Un cuarto por familia. 

• Un cuarto para personal nocturno. 

• Un espacio para la convivencia. 

• Un espacio para talleres. 

• Un espacio para el trabajo con niños y niñas. 

• Un espacio para atención individual. 

• Oficinas. 


víctim 
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• Una cocina. 

• Un comedor. 

• Un baño por cada dos grupos familiares. 

• Un patio. 

• Un cuarto para lavado y tendido. 

• Una despensa para alimentos. 

• Una bodega para materiales y equipamiento.” (Ponce, 2013) 

5.4.4. Contribución del Instituto de la Víctima 

Las denuncias de las víctimas de delitos sirven para evidenciar la problemática de la 
violencia que sufren tantos hombres, mujeres, jóvenes, personas de la tercera edad y 
niños, también es una manera en que pueden obtener la protección legal y la sanción 
para quien la ejerce; además, posteriormente es necesario el apoyo y asesoría de 
personas especializadas, es acá donde el Instituto tiene que sanar sus heridas y 
proporcionar terapia psicológica para sobrellevar el proceso. 

Es importante hacer mención, que cuando se es víctima de algún delito dentro de la 
propia familia, muchas veces no se denuncia ser víctima de esos delitos, esto se debe por 
la falta de apoyo de la familia restante y de la sociedad misma, al momento de que la 
víctima toma la decisión de denunciar, no tiene opciones de un lugar donde acogerse, 
máxime si el hecho se suscita de noche, pues hoy en día el propio Estado no tiene un 
Instituto que acoja a estas víctimas, (ya que actualmente el Instituto de la Victima no ha 
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entrado en funcionamiento), por lo que se ve forzada a retornar al hogar, donde e 
o agresores no solo se envalentonan, sino que ponen otras condiciones más drás 
la víctima quiere continuar viviendo en el mismo. 



El problema que subsiste es cómo hacer entender a muchas personas víctimas de delitos 
que no merecen vivir siendo presa de las secuelas del mismo, por lo que es importante 
invertir recursos a través de capacitaciones y talleres, dándoles a conocer sus derechos, 
lograr que recuperen su autoestima, apoyarlas en procesos de superación, herramientas 
para empoderarse y aprender oficios que les permitan independizarse, ya que existe un 
temor de algunas personas a sobrevivir solas, incluso, la misma sociedad no apoya, no 
ayuda, no contribuye a erradicar el problema que genera ser víctima de delito. 


No basta con emitir leyes, ratificar convenios, ni implementar políticas relativas a reducir la 
ola de violencia que se vive actualmente, se necesitan acciones serias y consecuentes 
que garanticen la aplicación e implementación real y efectiva de los derechos que 
subyacen en las leyes y este Instituto debe serlo. 


La creación de este Instituto de la Victima no puede considerarse que con solo su 
existencia misma, ya no van a ver personas que sean víctimas de delitos, que lo va a 
erradicar, que sólo con el hecho de que funcione, automáticamente las personas dejaran 
de delinquir, que desaparecerán los delitos, sin embargo, sí contribuirá en primer lugar, a 
asumir conciencia social sobre la importancia de que se afronte el mismo, que 
desemboque una solidaridad hacia las víctimas, que ponga el dedo en la llaga, no se 
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espere a que dramáticamente se salga de control y no pueda haber esperanza 
la apatía e indiferencia de todos y cada uno de nosotros. 

No puede pensarse en las secuelas nefastas que se produce en las víctimas de delitos, 
hasta que se sufre personalmente o al menos algún miembro de la familia lo está 
padeciendo, por lo que sí es necesario su funcionamiento para ayudar real y 
verdaderamente a tantas personas; para ayudar a esos hombres, mujeres, personas de la 
tercera edad, niños, niñas y adolescentes de nuestra sociedad guatemalteca, que en 
silencio sufren y a su vez claman porque se les preste la atención debida. 
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6. CONCLUSIONES 



1. La entrada en funcionamiento del Instituto para la Asistencia y Atención a la 
Víctima del Delito para garantizar la vida e integridad de las mujeres, hombres, 
personas de la tercera edad, niñas, niños y adolescentes víctimas de delitos en el 
país, es una necesidad urgente, ya que no existe un lugar en el cual puedan 
acogerse y resguardarse en los momentos críticos de los episodios de violencia 
que son objeto. 


2. Es evidente la cantidad de víctimas de delitos de todas las edades, nadie está 
excluido ni los más pequeños como lo son las niñas, niños y adolescentes ya que 
muchas veces en sus hogares son víctimas de maltrato emocional, físico y 
psicológico, impactando no sólo a las familias sino a las propias autoridades y a la 
sociedad. 


3. La implementación de políticas para evitar que se generen condiciones sociales 
causantes del surgimiento de violencia que a la vez generan delitos, deben de 
socializarse no sólo a los operadores de justicia sino hacia la sociedad para 
adoptar las medidas necesarias, que no permitan que se sigan cometiendo abusos, 
contra toda la población guatemalteca. 
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7. RECOMENDACIONES 


1. Es imperativo que ei Ministerio de Finanzas Públicas asigne los recursos que sean 
suficientes para el buen funcionamiento del Instituto para la Asistencia y Atención a 
la Víctima del Delito en toda Guatemala y con ello lograr que ninguna persona sea 
excluida de los beneficios que aportara dicho Instituto. 


2. Es necesario que se implementen políticas que tiendan a minimizar y erradicar los 
efectos de los delitos en niñas, niños, adolescentes, personas de la tercera edad, 
mujeres y hombres quienes deben ser objeto de protección y ofrecérseles un lugar 
en el cual puedan encontrar el apoyo psicológico pertinente. 


3. Se concientice a los Jueces, a las autoridades y a la sociedad en general, sobre 
las políticas implementadas por el Gobierno de Guatemala a través del Instituto 
para la Asistencia y Atención a la Víctima del Delito para erradicar por completo los 
efectos generados por la comisión de un delito. 
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